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l.a extinción de una sociedad no es un acontecimiento instantáneo,
~ino el resultado de un proceso, durante el cual se pone fin a las relacio­
m's jurídicas entabladas con otros sl~jelOs (acreedores y socios). La elimi­
nación d(' esa.s rdaciones jurídicas puede producirsf' mediante la ./úsión
o la I'\(úiún totaL es decir, a través de la transmisión universal de patri­
lllonios \' el trasvase de socios a otra" sociedades de nueva creación o va. .
existentes, o bien, a través de la disoiuriáll y la consecuente liquidarión.
S<' disting-uen en este caso los conceptos de diso!urión, liquidariólI y extin­
riÓII en sentido estricto, que han sido convenientemente depurados por
la doctrinal: la disolución no es más que el momento inicial del proceso
t'xtintiwl, que abre automáticamente el período de liquidación, dUl'ante
el cual la sociedad debt~ poner fin a sus relaciones con terceros (liquida­
ción en sentido estricto) y con los propios socios (dh;sión del patrimo­
nio resultante) y que culminará con la extinción (definitiva) de la socie­
dad.

La Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada de 1953 regu­
laba esta materia de una forma particularmente deficiente~. La Ley
19/1989, dt, 2[') de julio. de reforma y adaptación de la legislación
mercantil a las Direnivas de la Comunidad Económica Europea en
materia de sociedades, se limitó -por remisión a la Ley de Sociedades
Anónimas- a prever un riguroso mecanismo que asegurase que la con­
currencia de una causa de disolución produjese realmente los efectos
pretendidos, pero ignoró por completo la liquidación y la extinción
de la sociedad" y las interesantes disposiciones intI'Oducidas por el Re-

, Cfr. GARRIGIF.S, Tratado dI' Drrecho Mrrcallti~ I. 3. Madrid, 1949, pp. 1179 y ss.;
CIRO!', Drr('cho de Sociedades. Parte gNleral. Sociedades coÚ'ctivas )' comanditarias, Ma­
drid. 1976, pp. 332 Y SS.; m: l.A C\MARA, Estudios dR Drrf'cho Mercantil, ~tadrid, J97H, n.
pp. 503-50:l; PAz-ARES. "Comentario al artículo \700", en PAz-ARES, DíU.-PICo\ZO. BERCOYlTZ
y S·\IVADOR. Comentario dRl Código Cit'il. MadI-id, 1991. n. p. 14H9.

, Cfr. CARl.ÓN, "Le\' de Sociedades de Responsahilidad Limitada·" t'n l.omentmios al
Código dR Comercio y I.<'gislación meTcantil especial (diri~idos por MOTOS y AU\:\L\DElo).
Madrid. 19H4. pp. 325 Y SS.; R(}]o, "Disolución y liquidación de la sociedad de responsabili­
dad limitada», en RCJ)I, 1993, pp. J.1H7-1512; pp. 14H7-14HH.

, l.a despreocupación de la refórma de 19R9 era difícilmente justificahle por las defi­
ciencias de la l~y de Sociedades Anónimas: junto a normas qUt' ohsta(ulizan la extinción
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gIamento dc! Rq~is[n> ~krcantil de 19R9 resultan claramente insuli­
cit'ntes.

De este Jllodo. el re~ITnen de la disolución. liquidación y extinciún
de la sociedad de respon~bilidadlimitada resultaba, cuando menos, pa­
radójico, poniendo de manifiesto, entre otra.. cosas. el grave pmblnnfl ti·

!)(){ógiro qlW afecta a eS4\ forma social: «la sociedad se disolverá por I,IS

miSl1las callsas \' con los mismos efectos que la sociedad anón ima"
(art. :{O): para su liquidación ,.se estará a lo dispuesto en la eS<Tilura de
constitución ven el Códi~o de Comercio., (arlo 32), y se guardaba silen­
cio sobre la extinción.

Ha\' que aplaudir, por ello, que la nueva Ley de Sociedades de Res­
ponsabilidad Limitada, de 2:~ de marzo de 1995 (completada con el Re­
~lall1ento del Re~istro \1ercantil de 19 de julio de 1996), hava decidido
proceder a una re~ulación completa v propia, huyendo de las remisiD­
nes a la Ley de Sociedades Anónimas y/o al Código de Comercio, y Ba­
tado de establecer una normativa más ágil que solucione los principales
problemas de la práctica. Sin embargo, con la nueva Ley se mantiene -v
a veces se acentúa- la diferencia de régimen jurídico con las soóedades
anónimas, lo que carece de justificación' y revela, una vez más, el rdeY'i­
do problema tipológico".

(,exigencia del número imjJar de liquidadores. necesidad de que los bienes inmuehles se
vendan en subasta pública). existen espectaculares lflgl.lna,~~ nombramienlO (oaClivo de los
liquidadores cuando la so,jedad no proceda a 1"110: reg-ulaciím dc la C\Tlllllal rt'acti,'al'ión
de la sodedad ciisllc!ta que llltcle los diversos intereses impli,ados; disóplina de la cesióll
global del anivo,' del pasivo. t'te (v. ROJO. ReD/, 199~~. pp 1491-1492; BEITIl\N, ,,1'¡ll'xtill­
ciún de la sociedad en el Provecto de Lt" de Sociedades de Responsahilidad Limitada .. , ell
:\A \Y, /"a rejÍtm¡a de ú, soriedad dr responsabilidad limitada, Madrid, 1994, pp. H37-906;
pp. H40-MI ),

, Esta incoherencia obelkce a dos daros motivos: el peculiar pn.ct'so de e1,lboraciún
de la reforma del derecho espaJiol de sociedades de ,apital. que ha impedido el estabkCl­
mil' 11 1.0 de un r¿-gimen general para la disolución v la liqnidación rle las sociedadt·s rle ca­
pital en la Ley rje Sociedades Anónimas, ya que no ha parecido OporlllllO procedcl a un.1
nlleV'a rdónna de esta Lev. y el abandono -al menos temporal- de la idt'a de daborar una
Lev General de Sociedades Mercantiles, que hubiera permitido con lar con un régimen g(>­
neral de la disolución y la liquidación de todas las sociedades. sin pt'fjuicio de las ne,esa­
rias peculiaridades de cada forma social (v. ROlO, RG)!, 1993, pp. 1491-1492; VIUNl. .La
disolución v la liquidación de la sociedad limitada en el Proyecto de Ley de 22 de dicielll­
bre de 1993 .. , en RGD, 1994. pp. 5603-5625; p. 5605; Bf.LfRÁN. en AA VV. Reforma.
pp, H4l-842),

" Son evidenles los esfuerzos del Reglamento del Registro Mercalltil por extender
las especialidades prt·vistas para las sociedades de responsabilidad limitada a la~ SOC.I~­

dades anónimas (y comanditarias por an'¡ones). Así sucede en materia de reactmacl.on
(<lrI. 242), de cesión global del activo y del pasivo (art. 246) }' de activo sobreve1luio
(ar\. 24H).
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Il, LA DISOU ¡UO,

1, Crm,\üf.erruión Kmeral: las divfrsas formas de disolucián

9~7

La disolución es el presupuesto para la extinciún de la sociedad a
lr<IVt'S de su liquidación. Se trata de una institución de perfiles poco pre­
cisos. CUYO significado S(' agota en marcar de un modo claro el paso del
período de vida activa de la sociedad al período de liquidación condu­
(Tnte a su extinción: se produce como t:OllSfl1lf11ria de un acto jurídico
(acuerdo de la junta gelwral, resolución judicial) o de un hecho jurídi­
co (\'. gr, transcurso del plazo) )' tiene como Po/frto inmediato y necesario
la apc'nura de la liquidación,

El r¿"gimen de la disolución de la sociedad de responsabilidad limita­
da ha girado siempre en torno al est;iblecido para la sociedad anónima,
\1ielllras la Ley d(' 1953 rl'produría íntegramente la norma de la Ley de
Socic'dades Anónimas que enumeraba las causas de disolución, cn la re­
lorma de 19K9 St.' opta por la lérniw dI' lfl rnnisión, sct'ialándost' que la
~ocit'dad de responsabilidad limitada se disolverá «por las mismas causas
\ con los mismos efectos qll{> la sociedad anónima .. , La vig'ente Ley prevé
una rt'gulación propia; pero, a pesar de las novedades que incorpora, se
observa una clara dependencia, tanto sustancial como formal, de la Le\'
de Sociedades Anónimas, que hace dudar de la com'eniencia de la op­
ciún elegida",

Buena prueba de la referida dependencia es la técnica utilizada: de
un lado, se enumeran. de modo homogéneo, las «causas» de disolución
(an, 104; v. art. 260 L5A) v de otro, se diferencian sus efeclos o su modo
de operar (arLS. 105, 107)' 108; v. arL<¡. 261 y 262 LSA) , Sin embargo, la
lradicional distinción entre musas de disolución y modo de operar debe
considerarse hoy escasamente explicativa, tanto en las sociedades anúni­
mas como en las limitadas. Si se trata de determinar en qué momento se
inicia el peJÍodo de liquidación, resulta más claro hablar de las diversas

"Tal y como se rCRula la materia hubit'ra sido suficiente una norma de remisión a los
'U'lículos 260. 261 Y262 de la Ley de So<:iedades Anónimas, otra quc rel1eja.'\c las especiali­
(bdc,~ de la disolución de esta forma social; pero. como quiera que esas especialidades ca·
recen dc' justificación técnica. debería haberst' optado por una modificación de la materia
en la Ley de Sociedades Anónimas v una remisión en bloque en la reRuJación de las socie­
dades de responsabilidad limitada, ~lvo en lo relativo a la intervención del Gobierno (arL
265 UiA) , que c.arece de razón de ser en las sociedades de responsabilidad limitada: v, BEL­

rRA!'i, t'n Al\. VV. &(orrruz, H42; CABA!'iAS, C,b,L-\VIA y M-\C1IAll( l, «El régimen jurídico de la di­
solución, liquidación y extinción en el Provecto de Ley de Sociedades de Responsabilidad
Limitada», en RJN. 1994, pp, 9-80, p, 14, ' '
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/rmrws de disolución de la sociedad en atención a los distintos mecanis­
mos predispuestos por el legislador para alcanzar su resultado, es decir.
para iniciar el proceso extintivo'.

En este sentido. la Le, de Sociedades de Responsabilidad Limitada
establece trps formas de disolución: de plrno drrerho, que tiene lugar
cuando se produce determinado her/lo al que el ordenamiento jurídico
anuda de modo automático la disolución (ans. 107 v lOS v art. ~:i~

RR\1); por simpll' arundo de [ajunta general (art. 104.l.b). es decir, por
exclusiva voluntad social, \' por aC1umlo de la Junta general o. en su caso.
por resoluáón judicial, como ronseClumcia de la mn(1trrrnna de una musa
larts. 104.l.c). d), e), f) y g). 104.2 \' lOS]. que presenta una estructura
compleja. pues requiere la concurrencia de una causa, establecida por la
Iev o por los estatutos. v del acuerdo de disolución. o, en su caso, de la
resolución .judicial.

2. V, dúolunón de jJleno derprho

La disolución de pleno derecho es aquella en la que el proceso ex­
tintivo se inicia automáticamente como consecuencia de la concurrencia
de un determinado herho caracterizado por su certidumbre y expresa­
mente reconocido como tal por la ley. La Ley de Sociedades de Respon­
sabilidad Limitada prevé dos hechos desencadenan tes de la disolución
ope legi5: el cumplimiento del término fijado en los estatutos fans.
104.1.a) y 1071 Y el transcurso de un año desde la adopción del aClwrdo
de reducción del capital social por dehajo del mínimo legal que sea ('on­
secuencia del cumplimiento de una ley sin que se haya inscrito en el Re­
gistro \t1ercantilla transformación o la disolución de la sociedad, o el au­
mento de su capital hasta una cantidad igualo superior a dicho mínimo
legal [are'>. 104.l.f) y 108]".

nI. BUTR\\, l-a disolución de la sociedad anónima. Madrid. 1~91. pp. 4:>-46; CRÍA,

M~'F\DH v B¡'.LlR.·\:". /Jisoluáón )' liquidación de la sociedad aruJnimll., en LjRi\, ME~F::--:­

Ilf.! v OI.l"f\:CIA, Comentario al li/{imen {¡'gal de las .wciedades dp (ajJilal. XI, Madrid,
19~12, pp. :!1-22. La Ponencia reflaclora del AllIeprovt'cto pensó inicialmente disciplinar la
disolución distinguiendo las diversas .. formas de disolución .. ; pero el deseo de mantener la
tradición legislativa acabó imperando (cfr. ROlO, ReD/, 93. pp. 1492-1493).

, En el derecho anterior se cont.cnía otro supuesto de disolución de pleno derecho. de
carácter transitorio, derivado del incumplimiento contumaz de la obligación de aquellas
sociedades de n'sponsabilidad limitada constituidas con anterioridad a la publicación de la
Ley ck Reforma de 1989 de adaptarse a la cifra de capital mínimo o transformarse: las so­
cied;¡des que a :~l dt> diciembre de 1995 no se hubieran adecuado a las exigencias de capl-
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A) Por cumplimiento del término fijado en los estatutos

Confmmt' al artículo 104.l.a), <,la sociedad de responsahilidad limitada
..e disolverá... por cumplimiento del término fijado ell los estatutos, de con­
lormirlad con lo establecido en el anículo 107.,. El rderido artículo 107
dispone que, «transcurrido el término fijado en los estatutos, la sociedad se
disolverá de pleno derecho, a no St'r que con anteriOlirlad hubiera sido ex­
presamente prorro~adae inscrita la prórro~a en el Registro l\1ercantiJ,..

Esta forma de disolución se encuentra íntimamente li~ada a la vo­
luntad socia\' va que. «salvo disposición contraria de los estatutos, la so­
('it'dad Tt~ndrá duración indefinida .. (art. 14.2). Además, para que la di­
solución de pleno deredlO se produzca, es nercsario que la disposición
t'statut~lria fije el plazo de duración de modo claro e indubitado".

Se estahkce expresamt~nte que la sociedad puede evitar su disolu­
ción automática inscribiendo en el Re~istro \lercantil el acuerdo de tm~

IToga antes de que llegue el día fijado. D~jando a un laclc) la rircunstan­
ria de que no St.' comprende qu{~ necesidad existe de afirmar
t'xpn's~unt.·nte que la sociedad puedt, prorro~ar su duración. como
puede realizar cualquier modificación de sus estatutos t.'. el problema es­
triha en determinar cuáles son los requisitos necesarios para que la pró­
rroga produzca el efecto de evitar la disolución autonl<itica.

Parece claro, ante todo. que el ekcto disolutorio no puede quedar
t'lH'rvado por el simple acuerdo social de modificación de estatutos y ni
siquiera por la elevación del mismo a escritura pública, porque el acuer­
do de prórroga no inscrito y publicado no puede oponerse a tercC'ros de
huena fe (art. ~l.l C.Co.), quienes podrían considerar disuelta a la so­
ciedad. Por esa razón, el Reglarnento del Registro Mercantil dt:ja clara la

tal minimo quedarían ciisut:!las de pleno <it-recho. cllIcdándose de olicio sus asielltos re­
~lstrales (\'. disposiciones transiwrias primna \' s<:xta.~ LRl'). La Ley no sólo no contiene
nlla disposiciÍln simil,u, sino que, además. establece que .. queda dt'rogacia la norma sobre
dlsoluciÍln dt' pleno der('cho de las sociedades de respollsabiliclad limitad;t contenida en el
último inciso del apartado :1 dt, la Disposición Transitoria Sexta de la Ley 19/19~9. de :1:\
de.luho .. (disp. derogatoria 2.") .

., Así, la sentencia del Tribunal Supremo de 19 de cnero de 1974. Es indiferente que
los estatutos fijen direct.¡ulll'ntc la fedla en que la sociedad se disolverá o se limiten a est.a­
blecer un plazo de dUl·aóón. Por el contrano, no puede elllencJerse que exista plazo est.a­
tlJl;u'io cuando se cstablezra que la sociedad durar;! el tiempo necesario para realil.ar una
determinada 0Tx~ración (v. BU.TR.-\l', Di.mlucián, 1'7).

". Cosa disúnta es que la le~ considere la duración de la sociedad como un demento
determinante de la conclusión de! contrato, lo que, dadas las limitaciones a la transmisión
de las participaciones sociales, justifica la decisión de atribuir a los socios que no voten a
favor de la próno~a e! derecho de separación (arl.. 95.d).
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necesidad de inscribir tempestivamente e! acuerdo de prórroga al afir­
mar expresamente que «la prórroga de la sociedad no producirá efectos
si el acuerdo correspondiente se presentase en e! Registro Mercantil una
vez transcurrido el plazo de duración de la sociedad» (art. 238.3)11.

Sobre esa base, parecería más ló~co que, para enelyar los enérgicos
efectos de la f!jación de un plazo, se hubiese exigido no sólo la inscripción
de la prórroga en el Regisu'o Mercantil, sino también su !iUbliauió1I en el
Boletín Oficial de! Registro Mercantil antes del transcurso del referido
plazo, de conformidad con las normas relativa.. a los efectos de la publici­
dad re~stral (art. 21 CCo.). Sin embargo. la voluntad legislati\~aes clara en
el sentido de exigir únicamente la inscripción tempestiva de la escritura
pública en la que se documente el acuerdo de prórroga de la sociedadl~.

B) Por el transcurso de un año desde la reducción del capital social
por deb~jo del mínimo legal que sea consecuencia

del cumplimiento de una lev

A tenor del artículo 104.1.f) de la Lev. «la sociedad de responsabili­
dad limitada se disolverá ... por reducción del capital social por debajo

" El artículo ~nH.~~ del Rt,glamento del Registro \1crcantil (que rcproduce lo displle,....
to en el artículo ~Wi.~ del Reglamcnto de I~H9) parece poner fin a aquella doctrina de la
Direcciún General de los Registros \' del ;\otariado según la cual para su elicacia era sufi­
ciente con que antes del vencimiento dd plazo fijado la sociedad hubiest' formalizado la
¡¡n',rroga en escritura pública. aunque el acceso al Registro Mt'nantil se produjt,st' (,(JlI

posterioridad. sin perjuicio de que los terceros dt, huena fe estimaSt'n disuelta la sociectld
(RRDGR;\ 4.. 10-1965, 19.. 10-1965 y 17.. 10-1967; Y. PFRFi'.!lE L\ CRLi'., .Al~unas cuestiones en
materia de prÓlT<l!{a v reactivación de sociedades ... en RDA1, 1968, pp. 247-30ti; pp, 265­
27:1). pues seúala expresamente que, en esas conciiciones, ,·la prórroga de la sociedad JlO

producirá efeClos", ni entre los socios ni fn:llle a terceros (v. Bft.1 R\', Disolución, 89-90;
1'RI·\, ~1E'f'DElv Bu.! R"'. Comentario. :'15; EIL\ClIRIU. De la disoluáón ). liquidación. en
SA'lIIFI CALERO (di!.). Comf'ntarioJ a la ir¡ de Sociedades Anónimas, VIII, Madrid, I99'l.
p. 7\; v.. sin embargo. BL\\;r-lt·ER.•La disol~ción. la liquidación v la extinción de la socie­
dad ... en A.AlHN, XXX, 1(1991), pp. 413-559; pp. 43M49).

" La solución legal puede generar inseguJ'idacies en el período que medie entrt~ la
kcha f\jada estatutariamente para la disolución v la fecha de publicación de la prórroga en
el Boletín Oficial del Registro Mercantil: si la prórroga se presenta a inscripción antes de
que transcurra el plazo fijado, la sociedad no se disuelve (art. 1(7); pero la próTTo~a no
puede oponerst· a los terceros de buena fe hasta qllt: se publique t,n el Boletín Oficial
(arts. 2Ll CCo. v 9.1 RRM). d{' modo que los tcr((·ros podrían alegar la disolución (BEI.­
TRÁ." Disolución, 89-90). Es UJl problema similar al sef¡alado por las resoluciones de la Di­
rección General indicadas en la nota anterior, según las cuales el acuerdo de prórroga
adoptado antes del vencimiento del término y no presentado tempt'stivamente a inscrip­
ción produce cf(,ctos entre los socios, pero no puede perjudkar a tercero, que podrá invo­
carla en lo que le sea favorable (v. ya GIRÓ'. Derecho de Sociedades Anónimas, Valladolid.
19:;2. p. 565; ampliamellte, DE lA C\\tARA, Estudios. JI, pp. 512-515).
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del mmlmo le~al. Cuando la reducción sea consecuencia del cumpli­
miento de una Ley se estará a lo dispuesto en el artículo 108,>. Pues
bien, el artículo 108.1 de la Ley, dispone que «cuando la reducción del
capital social por deb~jo del mínimo le~al sea consecuencia del cumpli­
miento de una Ley, la sociedad quedará disuelta de pleno derecho si,
transcurrido un año desde la adopción del acuerdo de reducción, no se
hubiere inscrito en el Re~istro Mercantil su transformación o disolu­
ción. o el aumento de su capital hasta una cantidad igualo superior a
dicho mínimo legal».

Hay que señalar, ante todo, que se trata de una causa de disolución
illrüpnulientf' de la relativa a la., pérdidas patrimoniales cualificadas, pues
afecta exclusivamente a la cifra de capital estatutariamente fuada: la socie­
dad debe disolverse cuando esa cifra sea inferior a la mínima legalmente
establecida, cualquiera que sea su situación patrimonial, porque se in­
frin~e una de la., normas configuradoras del tipo social. La causa de di­
solución sólo concurre. pues, cuando ha tenido lugar una modificación
estatutaria consistente en la reducción del capital social por deb~jo del
mínimo legaJi'.

La norma trata de flexibilizar el deber de conservación del capital
mínimo'" permitiendo su infracción temporal cuando la reducción sea
legalmente obli~atoria. En efecto. en el sistema anterior se superponían
en todo caso dos medidas: cualquier acuerdo de reducción del capital
por debajo del mínimo le~al era nulo, salvo que se acordase simultánea­
mente la transfórmación o el aumento del capital (v., todavía. ano 169
LSA) v constituía, al mismo tiempo. causa de disolución (Y. art. 260.1-5Y
L~A). La Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada distingue, en
cambio, si la reducción tiene carácter voluntario u obligatorio para la so­
ciedad. Así, cuando la reducción del capital sea consecuencia de una
obligación legal, el acuerdo es válido e inscribible (por excepción a lo

., V., para la Ley de Sociedades Anónimas, L'Rh. ~lE~E'.:!JEl \' BU.I R.\:", Comentario,
pp. 43-44. y. en relación con las sociedades de responsabilidad limitada, BEITR·\'.:. en AA
VV, Reforma. R49; CABA"'AS, CALAVIA v MACHADO, RJN. 1994, p. 19; pp. 31-32. V.. sin embar­
go. VICE:"T. RGD. 1994. pp. :)614-5615. para quien esta causa de disolución es complemen­
taria de la relativa a las pérdidas, en el selllido de que una sociedad incurre en causa de di­
solución cuando las pérdidas reducen su patrimonio a una cantidad inferior al mínimo
legal. aunque no se haya pel'dido todavía la mitad del capital (v.. también, EIZA(;t'IRRE, Co­
mentarios. 48-49).

" Sobre el problema de la conservación del capital mínimo, V. R()Jo y BEt.TR~~. "El ca·
pital social mínimo. Consideraciones de política v de técnica legislativas». en RDIW. 1«:)88.
pp. 149-173; pp. 15R-163; CABA:o.iAS••El capital mínimo v disolución de la sociedad anóni­
ma". en RGD. 1993. pp. 4923-4957.
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dispuesto en el artículo H:~) v se concede a la sociedad el plazo de un
ailo para eliminar la situación anómala. En cambio, cuando la reduc­
ción es \'{)luntaria. la descoordinación continúa: la reducción es, al
mismo tiempo. nula por contrariedad a la lev (an. 8:~.1), y causa de diso­
lución (arL 104 .I.fY'.

El mecanismo de la disolución de pleno derecho se justifica porque
se trata de una \'iolación de uno de los elementos configuradores del
tipo. El hecho es, además, cierto. porque la fecha del acuerdo de reduc­
ción debe constar en el Registro Mercantil. Se explica así que se impon­
ga al registrador el deber de hacer constar dicha disolución en el Regis­
tro Mercantil, de oficio o a instancia de cualquier interesado (ar1. 108.2
in fin!'). a pesar de que la norma sería más propia del Reglanlento del
Registro ~1ercantil (así, ano 238.1).

El texto no utiliza la extendida denominación de I'educción obligato­
ria, sino que se refiere a la reducción "que st:a consecuencia del cumpli­
miento de una Ley", lo que puede plantear algunas dudas respecto de
las reducciones que no sean estrictamente voluntarias. Esas dudas se di­
sipan inmediatamente en relación con aquellas reducciones que sean
consccuencia del <:jercicio del derecho dc s(1)(lmrirín por uno o más so­
cios o (le la f':·"..r/usión de uno o más socios, porque la propia Lev pn'yi'
expresamcnte que "será de aplicación lo dispuesto en el artículo 10S"
(art. 102.2). Lo mismo puede afirmarse respecto de la reducciún del ca­
pital que sea consecuencia de la amorlizarirín di' l.as !Jn1Jias j)(lrticij)(]áo­
IU'S adquiridos r/('ri7'fllivrzmpnlf' jlOr la sociedad, ya que la reducción tiene
entonces un marcado carácter IH'Ct'sario (ar1. 40.~).

El problema se circunscribe, pues, él la reducción que sea consecuen­
cia de pérdidas que dejen reducido el patrimonio contahle a menos de
la mitad del capital social (art. 104.1.('). que no es. en rigor, ohligatoria,
porque la sociedad puede optar tarnbi{'n por disolverse o aumentar el
capital. Precisamente el uso de la expresión "consecuencia del cumpli­
miento de una ley" podría cobrar aquí lodo su sentido, pues se trataría
de una reducción que obedecería al cumplimiento de una ley y no sería
obligatoria: la sociedad estaría removiendo una causa de disolución -la
relatiya a las pérdidas patrimoniales- incurriendo en otra causa de diso-

¡ Lk aClIerdo con dIo. paren' que hubiera sido más correcto mantcller la versión del
Proyecto de Ley, st'!.{ún la cual la n'r!ucciún del capital social por debajo dd mínimo legal
sólo na válida cuando fuese realizada como consenwncia dd cumplimiento ck una le\'.
disponiendo en tal caso la sociedad de un aúo pa, a eliminar esa anómala situación (\"
ROlO. ReD!. 199~. p.1494; Hu.TR.\'\, en AA VV, Reforma. p. ~49).
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luciún -la reducción del capital por dt'bé~jo del mínimo legal-, dispo­
niendo de un aJio para removerla.

Como en el caso (leol transcurso dd plazo, la sociedad puede evitar la
disoluciún automática, para lo cual la Le" le concede el t)la:o de IlIl año.
El dif'S a quo es el día de la «adopción del acuerdo de reducción», si bien
ell el caso de que {'sta sea consecuencia de la separación o la exclusión
de uno o más socios el plazo se computará desde la fecha del reembolso
o de la consignación a los socios del valor de sus participaciones sociales
(arl. 102.2), por cllanto no se exige «acuerdo t'specífico de lajuma ge­
neral» (art. 102.1) i".

Respecto al dil's ad qunn, se incurre en la misma descoordinación
que en materia de disolución por transcurso del t('rmino, va que se
exige que la medida impeditiva esté ejecutada e inscrita en el Registro
antes de que transcurra el plazo de un ai1o, pero no Sil publicación en el
Boletíll ()ficial, de modo qut', transcurrido el aiio. si se ha realizado la
inscripción, la sociedad no se habrá disuelto, pero. al no encontrarse to­
(tnia publicado, no podr;i oponerse a los terceros de buena té.

La sociedad puede eliminar el efecto disolutorio de tres modos: me­
diante su Irr/1lslormariólI en una sociedad que no ex~ja capital mínimo;
mediant<' el flUWn¡to dd capital social en la cuantía necesaria para alcan­
zar de nu('\,o el mínimo legal. o mediante la propia disolllrión de la so­
ciedad. La transformación y el aumento del capital no plantean proble­
ma alguno, porque se someterán a las reglas previstas para las
respectivas operaciones sociales. En cambio, nada dice la Ley acerca de
cúml) puede producirse la disolución. A pesar de ello. parect' claro que
la consideración de la reducción del capital social por debajo del míni­
mo legal como causa legal de disolución conduce a pensar que la socie­
dad puede decidir en cualquier momento la disolución mediante un
acuerdo ordinario de la junta general.

,.. Atendiendo al diferente dif'.\ a qZlO, el artículo 2~~H.1 del Reglamellto dd Registro
~fercalltil desglosa ell dos la causa de disolución de la Le\: el tralls<urso de UII ar-IO desde
1<1 (uiopcián del acuerdo (Ú' lnlllCáil1l (2.'c) y el transcurso de UII aúo desde la lecha del
lt'nn!Jolw o d(' la consi{,.17Iación correspondielltc al socio separ,ulo o excluido. con reduc­
ción del capital por debalo del mínimo legal (:~.").

Sorprendentemt'ntt·. en el primero de esos supuestos el Reglamcnto, al ordenar al re­
gistrador que exprese que la s()cil~dad ha quedado disuelta cuando transcurra UII aúo. se
refiere no sólo a las sociedades de responsabilidad limitada. sino también a las sociedades
anónimas} mmanditarias por accionl's, en las qut' la reducción del capital por debajo del
mínimo legal no produce, en ningún caso. la disolución de pleno derecho de la socil'dad
(am. 260.15.° ISA Y157 C.Co.).
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Esta forma de disolución se completa con la imposición a los admi­
nistradores de la responsabilidad personal y solidaria por las deudas sociales
cuando haya transcurrido un año desde el acuerdo de reducción sin que
se encuentre inscrita en el Registro Mercantil la medida impeditiva.
Como quiera que el régimen jurídico de la responsabilidad de los admi­
nistradores es el mismo previsto en el arúculu 105 (v. inJra), cabe dete­
nerse ahora únicamente en el fundamento y en el presupuesto de la res­
ponsahilidad, cuestiones Íntimamente unidas. Con esa amenaza para los
administradores sólo puede pretenderse forzar a la sociedad a remediar
su situación irregular antes de que transcurra el plazo de un arlo. Sin
embargo, el mecanismo de la disolución automática transcurrido ese
arlo elimina el riesgo de que se prolongue indefinidamente la situación,
lo que hace dudar de la conveniencia de tan dura sanción. Si se tiene en
cuenta, además, que el presupuesto de la responsabilidad es la falta de
inscripciém de la medida impeditiva en tiempo oportuno (por faltar el
correspondiente acuerdo social, () porque la medida acordada no se ins­
criba tempestivamente), lo que no siempre será imputable a los adminis­
tradores, se comprenderá mejor la incongruencia de la sanción previ~

ta l7
, y, sobre todo, la necesidad de interpretar el precepto en el sentido

de que la sanción sólo procederá cuando la falta de enervación de la di­
solución de pleno derecho sea imputablR a los administradores, por no
convocar junta general para la adopción del acuerdo pertinente, o por
no solicitar la inscripción del acuerdo en tiempo oportuno.

3. La disolución !}(ff simple acuerdo de la junta general

La segunda forma de disolución es la que tiene lugar por un simple
«acuerdo de la junta general adoptado con los requisitos y la mayoría e~
tablecidos para la modificación de los estatutos» (art. 104.l.b). No se
trata, en rigor, de una causa de disolución, sino más bien de una disolu­
ción en la que la causa determinante es la mera voluntad social, expresa­
da en junta general. En esta forma de disolución no existen, por ello,
problemas para determinar el momento en que se produce: la sociedad
inicia su proceso extintivo por y con el acuerdo socia!. Desde ese momen­
to, se encuentra en liquidación (art. 109) y cesan en su cargo los admi­
nistradores, pudiendo la propia junta general proceder simultáneamen­
te al nombramiento de liquidadores (art. 110.1).

; V. C\BA!\AS. CAlA\'IA \" MACHADO. RiS. 1994, pp. 19-20.
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Esta f()rma de disolución tiene carácter im/Jerativo, por lo que, de un
lado. será nula la cláusula estatutaria que la elimine directa o indirecta­
mente (v. gr., exigiendo un acuerdo unánime: art. 53.~3) y. de otro lado,
será posible adoptar el acuerdo de disoluciún aunque en los estatutos se
hubiese fijado un plazo de duración de la sociedad que aún no hubiese
transcurrido: disolurión rwtici/Jada.

La competencia de la junta general para acordar la disoluciún ha de
considerarse inrÜ'I"Rflble (art. 44.I.g): ni es posible facultar al órgano de
administración para que éste decida la disolución de la sociedad ni la di­
solución puede quedar al arbitrio de los socios individualmente considc­
rados.

La remisión expresa a los requisitos v la man)ría establecidos para las
modificaciones estatutarias" d(~ja claro que se trata de un acuerdo (ex­
traordinario) que exige tanto «e) voto favorable de más de la mitad de
los votos correspondientes a las participaciones en que se divida el capi­
tal social" (art. ~)~.~.a) como que en la convocatoria se exprese con la
dehida claridad que se somete a la junta la intención de disolver (art.

71.1) corno, en fin. cualquier otro requisito -material o fúnnal- que pu­
diera haberse establecido en los estatutos. Carece de sentido, en cambio.
la aplicación del otro requisito legal relativo a las modificaciones estatu­
tarias, consistente en el derecho de los socios a examinar en el domicilio
social el texto íntegro de la modificación propuesta, porque no se trat~t,

en rigor. de una modificación estatutaria'''. de modo que el derecho de
información del socio será el previsto con carácter general para las reu­
niones de la junta (ar!. :> 1).

4. l,fl disolución IJOr (onrurrnu7fl dt' justa ({lusa

La tercera forma de disolución tiene una estructura más compleja,
porque requiere la concurrencia de dos elementos: una causa de disolu­
ción y un acuerdo social ordinario o, en su defecto, una resolución judi­
cial. Por causa de disolución hay que entender aquellos hechos previstos
por la ley (causa" legales) o por los estatutos (causas estatutarias) cuva

"' La falta dt· remisión en la I.ev de Sociedades Anúnimas obliga a afirmar que en esas
sociedades el acuerdo de disohlció'n no exige el cumplimiento de los requisitos formales
prt'vistos para las Illodificaciones estatutarias (L'Ri·\. \hsF,m:z v Br.I.TR\'\. (7<Jmn/tario. ;lO:
EIi'.,\(;URRE, Comentarios. 25-26)

". Así. CABANAS. CAL'\VIA}' MAUlADO. Rfl",r, 1994. p. 21, nota 21.
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concurrencia no disuelve pe". se a la sociedad, sino que desata un riguro­
so mecanismo legal dirigido a conseguir un acuerdo social -de disolu­
ción o de remoción de la causa- o. en su defecto, la disolución judiciaL
con la anwnaza para Jos administradol'es que incumplan los deberes le­
galmente impuestos de responder solidariamente de las deudas sociales.

A) Las causas de disolución

La enumeración de las causas de disolución se inspira en la Le\' de
Sociedades Anónimas, aunque se aprecian tres importantes novedades:
la no inclusión de la fusión y la escisión lotal, que ha de considerarse
acertada, porque se trata de modos de extinción de la sociedad distintos
de la disolución-liquidación (an. 94)"'; la inclusión de la «falt.a de (~jeITi­

cio de la actividad o actividades que conslÍtuyan el objeto social durante
tres años consecutivos", que puede desempeiiar un importante papel, y
la inclusión de la declaración judicial de quiebra. que suscita serias re­
servas.

a) La conclusión de la empresa 21

Es una causa de disolución común a todas las sociedades
(ans. 221.2.'" CCo. y 1700.11 CC), cuyo jundanu'nto es e,~dent.e: si la so­
ciedad nace para el ejercicio en común de una actividad económica,
debe desaparecer cuando dicha empresa se haya cumplido, porque se
habrá realizado el fin social. ~o obstante. su trawnuJRllria es Inuy escasa.
En primer lugar. porque sólo concurre cuando la empresa social que in­
tegra el o~jeto haya sido cumplida (agotada). para 10 cual no basta con
que la sociedad ejercite de hecho una actividad distinta a la que integre
el o~jeto y ni siquiera que no ejercite actividad alguna. En segundo
lugar, porque existen múltiples actividades o empresas que no son sus­
ceptibles de agotamiento. En tercer lugar, porque la exigencia de deter­
minación del objeto social (arlo 13.b) no impide configurarlo de tal
forma que sea impensable su agotamiento (v. gr., objeto social comIJlejo).
Todo ello hace que esta causa de disolución pueda operar únicamente

" BElTR\', Disolución, pp. 26-29; CRÍA. MtSl:.~\a)EI. \' BEL"lR"'. Comentario. p. 47; EI7A-
(;[.'1 RRE. Comentarios, pp. !)()..!)2. '

" V. DE L\ CA\lARA. Estudios. 11, pp. !) 17..!)2 1; Beltrán, Disolución. pp. 97.. J()O; URÍA.

MFs~:'m.1.y BEI.TRA'. Comentario, pp. 33-~~5; EIZA(;t'IRRt:, Com.rntarios. pp. 32-35.
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en los supuestos en que la sociedad se constituya para la explotación de
un ne~ocio perfectamente definido y susceptible de a~otarse, o, lo que
es lo mismo, cuando se trate de una soíÍl'r1ad a término, en la que su du­
ración aparece fijada por referencia a la actividad.

b) La imposibilidad de conse~lIirel fin social""

Si se entit>nde por fin soíÍalla obtención de beneficios a través del
ejercicio de una aetiYidad. la causa de disolución puede nacer tanto de
la imposibilidad de obtener bendicios (fin último) cuanto de la imposi­
bi lidad de desarrollar el ot~íeto social (fin medio).

Es indiferente que la imposibilidad sea ori~inaria o sobrevenida. Si
bien. técnicamente, la imposibilidad originaria de conseguir el fin social
debería constituir causa de nulidad, la no inclusión de esta circunstancia
en la enumeración legal tasada de las causas de nulidad (v. art. 16) y la
falta de exigencia legal respecto del momento en que la imposibilidad
surja autorizan a considerarla como causa de disolución. La distinción
es, sin embargo, necesaria cuando la imposibilidad de conse~uir el fin
derive de la iliátud df'l obJPto soáal: la ilicitud originaria constituve causa
de nulidad [v. ano 16.I.c)]. mientras que la iliciwd sobrevenida consti­
lUirá causa cit.- disolución cuando se traduzca en imposibilidad de conse­
guir el fin social.

La Ley exi~e que se trate de una imposibilidad manifiesta. precisión
que parece excesiva, porque es difícil pensar en Hna gradación de la im­
posibilidad: pero que tiene la virtud de exigir que exista una verdadera
imposibilidad de conseguir el fin social y no simples dificultades u-ansi­
turias en el desarrollo del o~jeto u en la obtenciún de beneficios.

e) La paralización de los órganos sociales"1

Esta causa de disolución no constituye sino una hipótesis específica
de imposibilidad de c()nse~uir el fin social, que deriva de circunstancias
internas a la propia sociedad. Hay que tener en cuenta, además, que la
causa de disolución se reduce, en definitiva. a la imposibilidad de adop-

"' V. GIRO'. Socifdades Anónimas. pp. :,(15-:>(1(i; DE L\ CA\lARA. t;slurlios. 11, pp. :>:il­
:,:i,~; BEI.TRÁ-.;, Düolución. pp. 100-IO,{; URIA. Mf.NE;';DEl. V BEl_TRA;.;. Comentario. pp. 35-,~fi;

EI1A(;['IRRL Comentan·os. pp. :l!'>-,{R
" V. BEI.TRA-.;, Disolución, pp. 1O:l-106; URiA, MF:-¡~:Nm:z y BEl.['R!\l', Commlario, pp. 37­

40; EIl.\CURRE, Cmnentarius. pp. 3H-40.
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tar acuerdos sociales, ya que la eVt"ntual inactividad del órgano de admi­
nistración puede siempre ser paliada por el órgano delil:w:rante, a quien
compete la facultad de nombrar y cesar a los administradores. Si la junta
no termina con las dificultades del órgano de administración, habrá que
estimar que la paralización afecta. t"n realidad. a la junta generar'.

La paralización de la junta general puede deber'se teóricamente a la
imposibilidad de COl1\'oGltoria, de celehraciún o de alcanzar las mayorías
de votación exigidas. pero los supuestos en que realmente opera esta
causa de disolución se reducen a la imposibilidad de constitución de las
juntas por existir quorulll estatutarios agravados v' concurrir desavenen­
cias entre los socios v a la imposibilidad de adoptar acuerdos cuando hay
dos grupos de socios paritarios v enfrentados"',

d) La inaclÍv'idad de la sociedad

l'na de las novedades de la Lev' consiste en la inclusión como causa
de disolución de la «falta de ejercicio de la actividad () actividades que
constituyan el objeto social durante tres arios ('(lIlsecuti\'os». Tal y
como se formula (v, su precedente t'n el artículo 10:).-5:' de la Lev Ge­
neral de Cooperativas). parece claro que la causa de disolución concu­
rrirá ('n dos casos: la inactividad df' la sOclnjad v el rambio (Ü' hrcho (Ü'I
(J/;jd() ,\Ocia1, Se trata de tutelar al SOcill. que podrá recuperar la plena
disponibilidad de aquella parte de su patrimonio integ-rada en una so-

l' Así, BELTR\", Di\(}{ución, p, HU; t ·Rl.\, \11."1."'11 \' BEl.l R\", Cot1/.I'TI/mio, p. :~7: E1L\­

l,IIRIU, Comen/ario,\. p, :N, En eSI(: sentido, la rt'solucí(>I1 (it' b Dírc'cóún (;eneral de los
RegistlOs \' del '\o!<l!üdo de 24 de marzo de 1994 st:úala que "cinto es que la ausencia
temporal de órgallo de administración (.. ,) ~Iboca a la sociedad a una situación de inope­
r~lllcia qut', dt' prolongarse, determinará b paralización de su hJllcionamiento. Pero hahrú
de ser b vo!ulltad soberana dt' los socios la qut', a lrav{'s dt~ la Junta Gnlt'ra1. siempre sus­
('('plibk de C(lIIv()c~llona ( ... ), decida poner fin a t.11 situaciún. bit'n proH'vendo el cargo
\aClllte, bien aceptando que su propi~1 imposibilidad para lograrlo deriva en una causa
legal de disolnción",

La Le\' de Sociedades de Responsabilidad l.imit'<lda faH)reCe incluso b elimillaciÍln de
la inactividad del úrgano l\(' administración, al st'llalar que "ell caso de muerte o de cese
dd administrador único, de todos los administradores que actúen individualmente, de al­
guno de los administradores que actÍlen conjuntamente, () de la mayoría de los rniembros
dd Consejo dt, Admini~tra(i(HL sin que {'xistan suplentes, cualquier socio podrá solicitar
dd Juez de Primera Inst.lllcia del domicilio social la convocatoria de Junta Gellt:ral para el
nombramiento de lo,., administradores, Además, cualquiera de los administradores que
permant'lCan en d ejercicio del car!{o podrá cOllvocar la Junta Geuera1 con ese único oh­
.¡t·to. (<trI. 4'1.4).

l.', Son los SUPUt'stos cOlltemplados en hs selltencia dd Tribunal Supremo de 13 de
tn,I\'O V de 10 de junio dt, 1994,
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ciedad que permanece inactiva o que va no se dedica al mismo ~énero

de actividad"'.
La particularidad de esta causa de disolución estriba en que sólo

concurrir,í cuando havan transcurrido trt'S arios ininterrumpidos desde
que se produzca el hecho constitutivo"", lo qut' restrin~e su ámbito de ac­
tuación. Así. por t:jemplo, paren' claro que, en el caso de pluralidad de
actividades, tanto el cese, que marca el di"s a quo para el cómputo del
plazo. como la eventual reanudación, que impediría la concurrencia de
la causa. han dt' reí<'r-irse a todas las ani\idades_ Así, también, parece
claro que la reanudaciún simplemente temporal u ocasional de alguna
de las actividades constitutivas del ot~jeto impediría la concurrencia ele
la cam.a v obligaría él comenzar el cómputo de los tres años.

t') l.as pérdidas ,-

La causa de disolución de mayor tr"Lscendencia es, sin duda, la consis­
tente en las «pérdidas que dejen reducido el patrimonio contable él menos
de la mitad del capital social", es decir, la pérdida de la mitad del capital so­
ciaL :\ diferencia de las caUS<Lo; anteri()l"es, esla GHlS<\ de disolución no pre­
tende sólo tutdar a los socios, sino también y sobre todo a los acreedores
sociales. Su carácter jm'uJ1Itunal es manifiesto, pues pretende e\itar una
desproporción elevada entre capital social y patrimonio social, que pudiera
desembocar en la insolvencia. De acuerdo con esa finalidad, parece lóg-ico
pensar que no se utiliza el concepto de p¿~rdidas en el sentido de dei.ermi­
nación dd resultado del ejercicio, sino con un si~nificado puramcntel:co­
nómico. La consecuencia fundamental de ello es quc la concurrencia ele la
causa ele disolución se producirá cuando los administraelores, en cualquier
momento del t:jercicio, constaten -o hayan debido constatar- que el patri­
monio neto de la socicdad es inferior a la mitad del capital sociaF'.

,., Cfr. ROlO. ReDl. 1994. pp. l4~n-1494. Durante la elahoración dI' la Lel' las discnsio­
nes ~irar()n en torno al !Jur:.o 1111l' ckhía fijarse, va que los dos aIios inicialmelllc pn'listos
fUeron cOllsid<'rac\os excesivos por al~IIIH)S y cscasos por otros. Finalmenll' se fijó un plazo
de tres aúos.

" Si la socied~ld ha permanecido siempre inaniva. d dit,.\ a qun scr,i el día fijado en la
escritura para el comit'nzo de las operaciones (\'IC:Pd. RGD. 1994. p_ :ifiI2i.

'''' \'. (;IRÓ", SoC"Íetiar1n Anónimas. pp. r)¡;7-.')~; llf 1.\ C\\l.\R.\. El/udios. II. pp. :'>2:{..
:>2H: 8EI.'1K":\. Disolucióu. pp, 1Otl-109: L'RI·\. ME"E"DEI \" HUTRA". Comj'n/arin. pp, 4()-4:\:
EIL\Cl'IRRE. (;oml'"n/ariO.l, pp, 4()-4H.

,". Así. GIRÓN. ,\)orin1<uies anónimas. p, 5fi7: BI:UR\". Disolución. pp. 107-109: tIRiA,

~1E"t,,()EZ v BEDR.·"". Comentario. p. 41: EtL\(,('IRRF. Comrolarios. pp. H ..45: ESHI\.\" VE­

L\SCO. "AI~unas reflexiones sobr<' la responsabilidad de los administradores frente a los so­
cios y tere<'ros: acción individual v acción por no prolllociún n rel110ciún de la disolución".
en UdS.:\ (1995). pp. 47-7H; p, 69.
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La referencia legal a la posibilidad de sustituir el acuerdo de disolu­
ción por un acuerdo de aumento o de reducción del capital en medida
suficiente, que se arrastra desde la Ley de Sociedades Anónimas, carece
de sentido, tanto porque el propio texto faculta expresamente a la
junta para adoptar un acuerdo de remoción cualquiera que sea la causa
de disolución concurrente (ar1. lO:).~), corno porque, entre las alterna­
tivas a la disolución, la sociedad cuenta también con la posibilidad de
realizar una ojJf>rarión arordeón o de conseguir un aumento del patrimo­
nio social sin modificar la cifra de capital"'. La única virtualidad de la
norma radicaría en la expresión "en la medida suficienlt~", que dt~ia

claro que el acuerdo alternativo al de disolución por el que se remueve
la causa no tiene por qué eliminar totalmente el desequilibrio patrimo­
nial existente: 1"1 valor de patrimonio neto puede ser inferior a la cifra
de capit.al.

f) La reducción del capital por debajo del mínimo legal"

Como va se ha indicado. la Lev distingue (arl. 104.1.1) si la reduc­
CiÓll del capital social por debajo del mínimo legal obedece o no al
cumplimiento de una ley. En el p,-imer caso, se concede un plazo de un
año transcurrido el cual sin haberse eliminado esa anomalía se produce
la disolución de pleno derecho (mpra, ~.C). En el segundo, estamos
ante una nueva causa de disolución, que tiene como presupucsto la cir­
cunst.ancia de que acceda al Registro Mercantil llna reducciún del ca­
pital por debajo del mínimo legal que no sea consecuencia del cum­
plimiento de lIna ley, acuerdo que no puede considerarse v:.lido ni ins­
cribiblt' (art. H~).

,,' Ante la linalid.td de la norma. p'ln·n' claro que los electos de esla causa de disolu­
ciún deberían quedar eIH"lyados lambii'n (1m la apertura de un pron'dimi('ulO COIIt"tU­

sal (suspeusiún de pagm o quit,bra.l sobre la sociedad. porque C,UT{Trí,t dt, selltido apli­
car una norlllati\·a prl'colH.ursal cuando el coucurso ya se encuelltre abierto, sin
perjuicio de que ell muchos casos ese Illecanismo preLollcursal ya debería haber luncin­
ndC!o. Esta solucióII, qut' debe llIant(~nerse para las sociedddes anónimas (v. BElTRN\, V¡­
solu"¡óll. pp. Il~-Il:l), choca, sill embargo, con la regu!<uión de las sociedades de
respousabilidad limitada. va que la quiebra se illclme elltre las causas de disoluci{HI
(arl. 1W).I ). con lo que su declaracióu habrá de producir los mismos electos que las
delll,ts callsas, y. entre ellos, impoller a los administradores el dener de convocar .junta
general ell el plazo de dos meses.

'., V . .\upra: \ .. tambiéll, ML:\OI. M.\R[i~. "La disolllciún ... ell RdS, lIúrn. t'Xl. sobre 1,0
refo17na (Ü'! dn-edw de .\oáetiaties di' rl'.\pon.labilidad limitada, 1994. pp. !):),3-571; p. !)6,{;
C-\llA'..\S, CMA\'t,\ y M\ul\[)o. HIN. I~¡94. pp. 20 y '~2.
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g) Las causas estatutarias

951

El texto atribuye a la autonomía privada la facultad de est~lblecer en
los estatutos -originarios o modificados- otras causas de disolución. La
ülCultad esü concedida en términos amplios -«cualquier ot.ra causa»-,
lo que autoriza a formular como causa estatutaria de disolución desde
nuevos hechos hasta el agravamiento de aquellos que constituyen causas
legales de disolución (Y. gr., reducir el plazo de tres ailos previsto legal­
mente para los casos de inaetiúdad social o el porcent<~je de pérdidas
previsto legalmente como causa de disolución). Por el contrario, los es­
tatutos no pueden excluir ni dulcificar las causas legales de disolución,
que son de derecho necesario.

La circunstancia de que la facult<ld de prever causas estatutarias de
disolución St' confiera en los mismos términos que a las sociedades anó­
nimas no debe llevar a engai1o, por las diferencias tipológicas entre una
v otra forma social. Así. en la sociedad de responsabilidad limitada
deben admitirse como causas estatutarias de disolución circunstancias
referidas a las pl'nonas de los socios (v. gr., fallecimientor~, porque esta
forma social es susceptible de un mayor grado de personalización.

Por el contrario, ciebe rechazarse la posibilidad de prever como causa
estatutaria de disolución la simple dnwnria de cualquiera de los socios.
Dicha cláusula debe reputarse contraria a la ley, porque la posibiliciad de
que la \uluntad de un socio sea suficiente para disolver una sociedad está
prevista exclusivamente v tiene sentido sólo para las sociedades persona­
listas (v. arto 224 CCo.). En las sociedades de estructura corporativa, la di­
solución sin causa puede acordarla únicamente la junta general con los
requisitos legalmente previstos, por lo que esa cláusula supondría una de­
rogación inadmisible del principio mayoritario (art. 53)".

',' Así lo admitió la resolución de la Dirección Ct'neral de los RegistTos \' dd :\otariado
lit' 22 de nmlembre de 19:)7, En la dOrlTina, Y. CAH.!.O\;. l/)' df' Socirdad"s di' Rl'sjJonwbili­
dad !.imitada. p. 340; ROJO, ,. La sociedad de responsabilidad limitada: problemas de polí­
tica \' de tc:mica legislativas .. , en AA VV, Rr[amUl dI' la saciniad, cif., pp, :~5-79; pp. 5R-;')9. \'
lfe])l. 199:1, p. 149:>; contra. VICE:"!. RGD, 1994. p. 560H.

" Así. \"a la resolución de tt Dirección Gelleral de los Registros \. del l"otariado de 20
de julio de 1957. En d mismo sentid\), "ICE:"L RGD. 1994; contra, sin. elIlbar~o. ROlu,
ReDI. 93, p. 1495.

A la misma conclusión se llega si se argulllenta sobre la base del derecho d.e sl'/Jamción,
tradiciollalmente vinculado a la facultad de denuncia (an. 225 CCo.), va que, a pesar de
la gen<'rosa regulación prevista (arl. 96), sólo se admite la cláusula estatutaria que dispon­
ga un derecho de separación dd socio sin ulla causa det<'mlÍnacia cuando, al mismo tiem­
po. se imponga \Ina prohibición (temporal) de lransmisión in/e¡- VirlOS de las participacin..
nes sociales (art. 30.3).
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Tampoco debe considerarse admisible la cláusula estatutaria que
conliera la facultad de denuncia a un jJOrrenlajf' del m/Jilal social, porquc
se estaría conculcando igualmente el principio mavoritarid'.

En todo caso. las causas eS!,lllitarias tienen la consideración d<:> mu­
sos di' disolución (art. 1<F>.I), de modo que será necesario un acu<:>rdo de
¡ajunta general o. en su caso. una resolllciúnjudicial para que comience
el proceso extintin). ;\0 es posible, (~n otros t('rminos, que los estatutos
establezcan un sistema d<:> disolución de pleno derecho, porque esa dc­
terminación compete sólo a la ley. Por el contrario, no exist<:> inconve­
niente en admitir la valide! de aquellas cláusulas estatutarias que esta­
bklCan un lapso de tielnpo desde que se produzca el hecho para
entender que concurre la causa de disolllciún.

h) La quiebra

En las sociedades anúnimas (arts. 260.2 v 262.1 LSA) la disolución
por quil'bm constituye una ¡onna distinta de disolución: la declaraciún
judicial de quiebra no obliga a los administradores a convocar junta ge­
neral ni puede abrir paso a la disolución judicial. sino que, simplemen­
te, faculta a la sociedad para adoptar un acuerdo -m-dinario- de disolu­
ción'-'. Esa opción, adoptada por el Proyecto de Ley de Sociedades de
Responsabilidad Limitada, ha sido alterada en el texto definitivo, ya qUI\
a pesar de que el artículo 104.2 de la Ley reproduce la norma prevista
para las sociedades anónimas (<<\a quiebra de la sociedad determinará su
disolución cuando se acuerde expresamente corno consecuencia de la
resolución judicial que la declare"), el anículo !O:">.] incluye el caso prc­
visto en el citado artículo 104.2 entre las causa.,; desencadenantes del ri­
guro"oo mecani"orno previsto para la concurrencia de las "causas de diso­
lución». De este modo, en las sociedades de responsabilidad limitada, la
declaración judicial de quiebra -no, en cambio, la admisión a trámite ni
la declaración de la suspensión de pagos- constituye hoy una causa de
disolución, con todas las consecuencias que eso implica"'.

.. Así. VIOSI. RGD. 1994. p. :)liOK. Cosa distinta es que resultase conveniente el esta­
bl(Timienlo de una llueva forma (k disolucióll por voluntad de Ull determinado porcenta­
je del capital son"l (así. enmienda 4~H dd (;rupo Popular). que tendría COlIJO principal
virtud facililar la disolucióu ele la socieelad en los casos de paralización de lajunta general
(dr. <:\8.\'\\5. (,·\l-\\'lA \- M_\CH\DO. JYN. 1994. p_ 36).

,- Ur. BELTRA'\. Dilohuión. pp. 144-14K; CRiA. M¡·:,hmJ \' BI:LIR\'. C01wntmio. pp. 49­
:í 1: Fl/c\C;URRE. Cmnmtanos. pp. 6O-íi:i. V.. también, DF L\ C.-\\1AR..... Esllulios. 11, pp. :>29-:>42.

'" La decisiún parece criticable. El cambio es lan importante que no se entiende,
de"de un punID de \'isla estrictamente (orma!. por qué se mantient' inalterada la ubicación
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A pesar del silencio legal. parece que la causa de disoluciún súlo con­
ClllTiriÍ cllando sea firme la dedaraciúnjudicial de quiebra, porque la
presentación de o/)()sirián convierte en provisional la declaración '7 \' por­
que así Sto' establece expresamente para las sociedades de ptTSOJ1aS (art.

:.!:~~I.~ RRivl).

H) Efectos de la concurrencia de una causa de disolución

a) (:onsideracÍún general

El artículo 10:) de La Le\" de Sociedades de Responsabilidad Limita­
da establece que la concurrencia de una causa de disolución no implica
la disolución de la sociedad v ni siquiera obliga a disolver. Su efecto es
poner en marcha un riguroso mecanismo, compuesto de tres piezas b,!­
"icas: la necesidad de adoptar un acuerdo social, la posibilidad de disolu­
ción judicial \. la eventualidad de que los administradores respondan so..

\ \a n'(t!nlúll del apan'ido ~ dd ~lIlículo )04. Ell de("{o, \¡. ¡",gico llubina sido lIHluir. SIU
m.lfiz'll'i"'ll 'ilgUIl;I. la qUlebr.1 ('IIUt' las causas tlt· (\¡soluciúll dd apartado l. \ elimillar el
"panado ~, qU(' carece de todo cOlltenido llormatlvo, puesto que b exigellcia de acundo
expreso de la junta general -o. eH su caso. de rt'soluciólI judicial- se estahlece ('11 el artículo
lW"

\)esde un punto de \'ista sustancial. la configllraciólI dt' h quiehra corno causa de diso­
!tltión se compadeC(' lllal COll su finalidad. que no es sillo la de att'lIder los intereses de los
ant't'dores t'n caso (k inso)verKia de Lt sociedad, sobr ¡> lo cual no influvc en absolutu que
la socit,dad St' disuelva. Si va resultaba niticlbk ljue 1.\ l.c\ de Sociedades ..\núnilll.is prnlli­
ti!'.\(' a ¡ajunta general 'llloplar d ,lClIerdo de disoluci,'lIl COIllO consecuencia de la dcclara­
ción de quiebra, por resultar absurda la supnposiciúll de las liquidaciones cOllcursal v so­
cietaria (\. BELIR:\:\, Di,mlur16n. pp. :W-:\:!: EI/_.\<.t lRRF, C:omenlm7os. p. 6~), el hecho de
qllt' la L(" de Sociceiarks de Responsabilidad Limitada prell'lllb obligar a la SOCiedad a
'lile acuerde su disolución can'n.. totaln1t'ntt' dI.' seJltido.

Además. la solución adoptada ori~ina dificultado inJlert·s<uj;¡s. De Ull lado. pan,ce
'tUl' la declaración de quiebra obli~a a la sociedad a acordar en todo caso su disolución, \'~\

que no t'st:! en su Illano acordar la remoción de la causa; con lo que. si el procedimiento
finaliza por convenio de continuaciún (art. 9~8 CCo.). se la obliga después a un acuerdo
de rt'activación. De otro lado, si d sislema previsto ('n la Lev para conseguir que una socie­
dad que incurra en causa de disolución se rlisuelva efenivamente o elimint' esa situación
(J('ne lodo su sentido para proteger' a los acreedores ante la eventualidad de qlle b socie­
(lad devenga insolverltt', no se cntienek mm hien su aplicación a supur'stos en que la socie­
dad es ya insolvente.

'1; La presentacióJI de la oposición convierte en l¡rovisirmalla declaración de quiebra
(art. 1.028 in ,fine CCo. del 829). La t'xpresión legal, «sin perjuicio de llevarse a efecto
provisionalmente las providencias acordadas sobre la persona \' hit'llt's del quebrado ... es
p('rfectamente lóg-ica: deben seguir adelante lodas las medidas dI.' seguririad inherenles ~I

la (kclaración de quiebra (v .. también. arl. I.O;{~ CCo. de IR~9): pero no deh(' comen/al'
la liqllidaciún del patrimonio del quebrado (así. STS 1~.2.1982).
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lidariamente de las deudas sociales si incumplen las obligaciones le~al­

mente impuestas.
Se sigue así el mismo sistema previsto en el artículo 262 de la Lev de

Sociedades Anónimas", con mínima.. diferencias, que deben ser juzgadas
positivamente: desde un punto de vista formal. hay una mejora de redac­
ción que facilita la comprensión de la norma, y desde un punto de vista
sustancial, se aclaran algunos de los puntos oscuros de aquel precepto'''.

b) El acuerdo social

Cuando concurra cualquiera de las causas referidas. la disolución de
la sociedad requerirá un acuerdo social, a (UVO fin se impone a los admi­
nistradores la obligación de convocar junta general y se atribuye a cual­
quier socio la facultad de solicitar a los administradores la convocatoria
cuando. a su juicio, concurra causa de disolución (art. 10;'.1). La COIll­

petencia de la junta general es indelegable (an. 44.g).
Los administradores están obligados a ((!1Iv()rar junta general en el

plazo de dos meses a contar desde que concurra la causa de disoluci{m1
".

obligación cuyo incumplimiento se sanciona con la responsabilidad soli­
daria por las deudas sociales.

Además, la Lev faculta a cuaÚ¡uier sorio para solicitar a los administra­
dores la convocatoria de la junta si, a su juicio, existe causa de disolución.
Se trata de una especialidad de la facultad atribuida a la minoría para soli­
citar, en cualquier momento, la convocatoria de junta gennal (arl. 45.3).
Así, el socio deberá requerir notarialmente a los administradores, la junta
deberá ser convocada para celebrarse dentro de los u'cinta días siguientes
a la fecha del requerimiento y el orden del día se confeccionará incluyen­
do necesariamente los asuntos que hubiesen sido objeto de solicitud.

'" Sobre ese sistema Ie~al. v. Bt:lIR\\;, Disolución. pp. 124-144; CRÍA, ME'o:E:"nEZ y BE!­
TR\\;, Comentario. pp. :,H-i2; EI/.\CURRF. Comentarios. pp. 73-90.

;'. Ahora bien, al seJ.{uir el mismo sistema. la Ley c\t- Sociedades dt' Responsabilidad Li­
milada adolece de los mismos eh'fectos de la Lev de Sociedades Anónimas \, en particular.
el de tratar del mismo modo causas de disoluci{lIl muy dilerelllcs. Así. por ejemplo. no re·
sulta congruente aplicar el mismo sistema a la paralización de los órg".J.nos sociales que a
las pérdidas de la mitad del capital.

v' El Proyecto de Ley exigía que la convocatoria eit- la junta se produjese tan pronto
roll1o los administradores tuvil'Tan conocimiento ..o hubieran debido tenerlo.. de la existen..
cia de alguna causa de disolución. Esa opción fue valorada positivamente (v. ROlO, ReD/,
1993. p. 1496; BELrR\\;. en Refirrma, p. R59; VICE!'!. RGD. 1994. p. 5616; CA8A:"AS, CALWIA

v \L\UlADO. Rf!\. 1994. p. :~9), porque hubiera permitido eliminar una incoherencia del
sistema; el otorgamiento de un plazo retrasa la adopción de' medidas y plantea dudas sobre
los efectos del cumplimiento tardío de la obligación.
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Ailade el texto que «la junta general podrá adoptar el acuerdo de di­
solución o aquel o aquellos que sean necesarios para la remoción de la
causa" (art. 105.2). Se admite, pues, expresamente, el acuerdo de remo­
rión cualquiera que sea la causa de disolución concurrente. La solución
es irreprochable: la sociedad no está disuelta por la simple concurrencia
de la causa, de modo qUt.' los órg-anos sociales conservan todos sus pode­
res y, entre ellos, el de eliminar la causa, siempre que e))o sea posible,
con lo que desaparece el presupuesto de la disolución. En segundo
lugar, esa parece ser la solución más lógica: ante la concurrencia de una
circunstancia que la ley o los estatutos consideran incompatible con la
continuación de la sociedad, se exige, en lOdo caso. un acuerdo de la
junta que abra la liquidación o que elimine dicha incompatibilidad.

La naturaleza del acuerdo de rernoción dependerá de la causa con­
currente, si bien se u'atará normalmente de una modifiración estatutaria,
que exigirá el cumplimiento de los correspondientes requisitos de con­
vocatoria v rnavorías li

.

c) La disolución judicial

Cuando. en presencia de una causa de diso!uciún, la sociedad no
adopte el acuerdo de disolución ni el ele remoción ele la causa, la disolu­
ción puede ser declarada judicialmentt'. La disolución judicial tiene,
pues, un claro carácter subsidiario, ya que sólo será posible cuando
queele demostrada la falta de voluntad de la sociedad para disolversel~y
no procede nunca de oficio, sino que debe ser instaela por persona legi­
timada.

En primer lugar, se atribuye a cual.quier interesado (art. 105.3) la legi­
timación para solicitar la disolución judicial en los casos de falta de con­
vocatoria de la junta '" de falta de celebración o de falta de adopción del

" A~í, resolución de la Dirección General de los Re~istros y del Notariado de 16 de
abril de 197:>, respecto a la remoción de las pérdidas.

., El carácter subsidiario de la disolución judicial se mantiene incluso cuando la causa
de disolu("ión concurrente sea la paraliza("iún de los ór~Jnos sociaks. a pesar de que no
pueda obtenerse un acuerdo social. A diferencia de lo que se soslt'nía con anterioridad (v..
todavía. para el derecho anterior, respecto de una sociedad anónima. 51'S 10-6-1994), no
es posible que un socio insle dire("tanwnte la disolución judicial.

" Es indiferente, al respecto, que la convocaloria hubiese sido o no solicitada por
algún socio. La mati7.ación tiene interés porque la Ley de Sociedades Anónimas subordina
la legitimación para instar la disoluciílll judicial por falta de convocaloria de la junta genc­
ral a la circullStancia de que alf,'l'¡n accionista hubiese solicitalfo pre,iamente dicha convo­
catoria (art. 262.3 LSA): así, BU.TRÁ!':, Disolución, p. 132; liRiA, MFS~:"DEZ v B~:LIR.\:o.;, Co­
mentario, p. 64; contra, sin embargo, ElzAC;nRRE, Comentarios, p. 76.
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acuerdo de disolución -o de remoción de la causa-o Ha de entenderse
por interesado cualquier socio, los administradores a título individual
-que pueden así liberarse de la sanción preústa- y cualquier tercero que
acredite interés legítimo (v. gr., en caso de pérdidas de la mitad del capi­
tal. cualquier acreedor tiene interés en que se produzca la disoluciún
antes de que la sociedad devenga insolvente). Especifica la Lev que la di­
solución hahrá de instarse ante "el Juez de Primera Instancia del domici­
lio social" v que la solicitud «deberá dirigirse contra la sociedad" (an.

105.~).

En segundo lugar. se impone a los rzdmillistnuiores (arl. 1();l.4) el

deber de solicitar la disolución judicial «cuando el acuerdo social fuese
contrario a la disoluciún o no pudiera ser logrado»4-l, «en el plazo de dos
meses a contar desde la fecha prevista para la celebración de la .Junta.
cuando ésta no se haya constituido, o desde el día de la Junta, cuando el
acuerdo huhiera sido contrario a la disolución o no se hubiera adopta­
do". Ha de entenderse. además. que la solicitud se realizará ante e! juez
de primera instancia del domicilio social e irá dirigida contra la socie­
dad.

~ada dice la Le\' acerca del procedimipl1to, si bien la exigt~ncia de que
la solicitud se dir~ja contra la sociedad parece dar a entender que deberá
iniciarse un contencioso. En el mismo sentido, el Reglamento de! Regis­
tro ~1crcantil considera título inscribible el testimonio judicial de la Sf'1l­

tfnri(1 ¡irme por la que se hubiera dpdamdo la disolución (art. 239.1) Y
permite la anotación preventiva dt~ la demanda de disolución judicial
(an.241)1".

dl La responsabilidad de los administradores por las deudas sociales

Los efectos de la concurrencia de una causa de disolución se com­
pletan, al igual que sucede en las sociedades anónimas, con la imposi­
ción a los administradores de la responsabilidad solidaria por todas las
deudas sociales cuando incumplan cualquiera de las obligaciones especí-

.. El Antepro\'ccto elahorado por la Comisiún General de Codificación callaba accrca
de dicha ohlj~aLión.Ante la evidencia de que con ello ~e eliminaba uno de los instnll11Cn­
tos más elicaCl~s para la obtención de la disolución (\'. ROlO, ReD!, 1993, p. 149h), la Ley
impone linalmente dicha obligación.

r· Esa solución contrast.a con el sistema legal fijado para obtener la disolución. en el
que la decisión deljuel no es sino un mecanismo para suplir la falta de voluntad de la so­
cied,¡d. que haría lIlá~ lógica la utilizaciún de lajurisdic:ción voluntaria (\'. BEl.TR..\JI<, IJtsolu-
ción, pp. J:H y ~s.). .
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ficamente impuesta'i (are 105.5): convocatoria de la junta y solicitud de
disolución judicial en los plazos fijados~".

No .'1(' trata (Ú' una resl}(»1samlidad IJO'T daños, como erróneamente se sos­
tiene en ocasiones. sino de la imposición de una sanción -nmsistente en
este caso en la responsabilidad por las deudas sociales"- por el incumpli­
miento de una obligación legal"'. Es e,identc, pues, que no se exige daiio

ni, por consiguiente. rp{aóón dE' al11salidad entre el incumplimiento de la
obligación de los administradores y la eventualidad de que los acreedores
no puedan cobrarl

". La sanción impuesta a los administradores no se su­
hordina, en modo alguno, a la insuficiencia patrimonial de la sociedad.
aunque en ese caso sea particularmente atractiva para los acreedores. Ello
no quiere decir que nos encontremos ante una responsabilidad ot~ietiva·'.

El rfJ;.;rimnl jurídico de esa sanción puede sintetizarse brevemellte en
los siguientes puntos:

,- \'. BrIIlC\:\. ,. Pi-rdiela~ \ rnpoll5ahilidad de lo~ admillistr,ldore~". ('11 RIH1. 19~1~.

pp. til-lHli; \'IUSI, "Respo!l~abilidadde los adlllinistradlll e~ l'll sociedade~ !lO optTati­
\'''~'', ell lJx, ~H (l~nJ. pp. 1-10; ROIIRU;lIZ Rll/lll. \'IlL\' ¡ltER!.\, La rt's/Jollsabilidad
rlp los rUllllilJi.\lrad07f'.\ rlr' lll.\ locinlarln r/f' ((l/Jital IJm disolución y 110 ar!aptacián, Palll­
plolla, I ~'II~. Esnll\'- \'IUSCO, ell UdS, :) ! I ~,y'»), pp. lii'-7tl; QlIJ\:\O... Respon~abilidaoele
los aelmillistradores por no dísolmiÍln de b sociec!<u! (Colllt'utario a la senleucia de la :\ll­
dll'ncia PW\'IIllial de Burgos ck ~-t dejlllio ele 19Y,»,., eu UdS. ') (19!:l'»), pp. ~6')-:!H~.

" Li saución consislt, t'U hacer a lo~ administradon's respousahle~ lk LiS deucias socia­
les. lo que presupoue que se O-ata exchlsl\'anlt'nle de garalltí/.ar a los aCl'eedores sociales el
cohro ele SllS cri·eli!o~. :\0 t'S posible, por eilo, compartir Id tesis según la cual eS~iríall kgi­
limados para ejelce) la al'l'iÍlIl 110 ~úlo lo~ acreedores soc iales. siuo tam biéu b sociedad s
los an iOllistas (Y. VII .F:\I. nx, ~H (1 '19:1), P 10; ROIlRI<:1 u Rlll PF \'11.1--\ \ Hl TR 1.-\. Rl's­
p01l5abilir!ar!. pp. ~21·2~4). Esa "extensión" cie la Iq~i(lm"ción can'n: de sentido; la socil'­
dad no puedt, reclamar a los administraelon'~ el pago de deudas socialt-s \' los socios (~lllJ'

poco, a mel10s que seau ~il mismo tiempo acreedores oe la sociedad. Lo que sí podr,íu
hacer socieelad s' socio~ es ejereitar contra los admillistradore~ la corrl's!>onelit:IlII' an'ión
de responsahilielad por elaill;s (arts. 1:13 l$A \' 611 L':iRL; sohre la posibilielad ele acullJular a
!'Sta sanCión el régllllt'n de responsabilidad por dailm. \'. BurR.'\", RDAl. 199~, p. 4H~I) .

•' En ese mismo sentido ddx' intt'l'pr('~lrst· la sanción deris'ada Ot' la circunstancia de
qut' en el pla/o elt' un a!lo 110 se encuentra inscrita en el Registro '1errantil la mcelida im­
!wrliu\'a de la disoluci<'lIl ele pleno dnt'cho por rl'ducciún riel capital por deb~io riel míni­
mo legal cuando sea consecuencia el!'l cumplimiento ele una lev (art. IOH.~): la falta de ins­
cripción ha de ser resultado ele la conducta omisiva de los aelminislradores (v. su/tra).

La sanción no se suborelina a la dúolucU;11 de la soc:it'elacl, sino que se impone, exclusiva­
mente, por el incumplimicnto de elelxres legales (así. BU.IR''', Disolunón, p. 141; contra,
EII.\CUIRRE. C()1TU'rltariOS, pp. H..~6, que vincula esa responsabilidad a la disolución juelicial) .

•" V. BHTR.·\N, RDM, 1992. pp. 4H~-4H:l; RODRIGLEZ Ruz [lE VIlL\ y Hl'ERTA, Responsa·
bilidad, pp. IH2 \' ss.. con amplia información doctrinal \' jurispruelencial; ESI'EB.\" VElAS­

1:0, FUiS, 5 (1995), pp. il-72.
'" «La responsabilidad deriva de una infra.cción objetiva (ele la regla ele conelucta im·

puesta) que sólo se actúa cuando sea imputable al agt~nte (los aelminisu-adoresl por haber
incurrido en negligencia» (Esn:BA;>; VEL'\SC:O, RdS, 5 [19!:l5]. p. i2).
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l. La sanción se impone, en principio, a todos aquellos que integren
el órgano de administración y representación de la sociedad en el mo..
mento en que la junta debió ser convocada o la disolución judicial insta­
da, o la medida impeditiva de la disoluciún de pleno derecho inscrita, si
bien, claro está, se liberarán de la misma aquellos administradores que
prueben que no les es impmable el incumplimiento de la obligación.

~. La responsabilidad por las deudas sociales tendrá carácter ilimitado,
conforme al principio general de responsabilidad patrimonial universal.

:~. La responsabilidad tiene, además, mrácter solidario, por expresa
disposición legal. La solidaridad rige tanto entre los propios administra­
dores sancionados como en relación con la sociedad"¡, como expresa..
mente sei1ala el artículo 108.2 de la Ley.

4. La responsabilidad se extiende expresamente a todas las deudas
sociales, cualquiera que sea el momento de su nacimiento \' el órgano o
persona que la hubiera contraído"'.

5. Publicidad de la disolucián

La Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada no dedica norma
alguna a la jJ11blicidad de la disolución (v.. en (·ambio. arl. 263 LSA). Res­
pecto a la jmblicidad rfÁristral, parece suficiente'. en efecto, con d manda­
to general del Código de Comercio (art. 22.2 C.Co.) y con la regulación
del Reglamento del Registro Mercantil (arts. 2:~R-240 RRM);'. La publici­
dad de la disolución se completa con los deberes de la sociedad de aila..
dir a su denominación la expresión "en liquidación •. (art. 109.2 in fine)
y de hacer constar la situación de liquidación en toda su documenta­
ción, correspondencia, notas de pedido y facturas (art. 24.1 CCo.). En
cambio. parece claro que no se exige a la sociedad de responsabilidad li ..
mitada la publicación de la disolución en el Boletín Oficial del Registro
Mercantil y en un diario (art. 263 LSA), como manifestación del deseo
legislativo de abaratar esta forma sociaP4.

., Ch, BEI.TR\\, Disolunón. pp, 142-14:l; VI<:fXI. DN. 21' (199:l). p, H; RODRH;I'EZ Rl'Iz
DE VILL\ v HL'FRT\. RRst)(msabilidad. pp. fi0-62; ESTEI~A.' VEI.Asco. UdS. .'"> (1995). pp. i4-Tl.

'..' Se acaba a~í con una de las mayores dudas ~uscitadasen la interpretación del artícu­
lo 262 de la Lev de Sociedadc~ Anónimas (v" ampliamentc'. RODRÍCI'EZ Ruz DE \'11.1-\ v
HU:RTA. Rf'.\ponsa&ilidad. pp. 118-12ü; ESTEBA" VUA'iCO. RilS. 5 [1995]. pp. i3-74).

_" No obstante. llama la atención esa omisión en un texto en el que las referencias a la
e!evaci(>Il a escrilura pública \' a la inscripción en el Registro Mercantil son continuas.

.• Como afirma la Exposición de !\lotivos, se trata de establecer «11Il régimen má.~ sen­
cillo y menos costoso que ti de las sociedades anónimas», de modo que «la necesaria tutela
(le los socios y los terceros se articula a travi~s de un r('gimen sustantivo más riguroso».
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En todo caso, la disolución y consiguiente apertura de la liquidación
se producen con la concurrencia de las circunstancias referidas. En el
caso de disolución de pleno derecho, la disolución se produce por el
simple acaecimiento del hecho establecido legalmente, limitándose el
registrador, de oficio (<<cuando deba praclÍGu' algún asiento en la h(~a

abierta a la sociedad o se hubiera solicitado certificación»), o a instancia
de cualquier interesado, a expresar que la sociedad «ha quedado disuel­
ta .. (art. ~:~R.l RR\!; V., tarnbién, arl. IOH.2 in jinf' LSRL). La anotación
tient' lIna finalidad puramente infónnativa, porque la sociedad ha que­
dado disuelta de pleno derecho tanto frente a los socios como frente a
los tercnos. Adem;ís. el registrador extenderá una nota al margen de la
inscripciún del nombramiento de los administradores, expresando que
han cesado en su cargo, V, en su caso, hará constar la conversión de ad­
ministradores en liquidadores (art. 23H.:? RR\1).

En los dem<i.s G1SOS, la disolución se produce en el momento del acuer­
do social o de la resolución judicial, (k modo que la inscripción de la escri­
tllra pública en la que conste el acuerdo de disoluciún o. en su caso, del
testimonio judicial de la sentencia firme por la que se hubiera declarado la
disolución de la sociedad (arl. 239.1 RR;\1) tienen carácter declarativo"'\ si
bien. de acuerdo con las reglél'i generales. la disolución no será oponible a
terceros de huena fe mientras no se publique en el Boletín Oficial del Re­
~istro Mercantil (ar\. 21 CCo.). En la inscripción se harán constar la causa
de disolución, el cese de los administradores, las persoOéls encargadas de la
liquidación y tl" normas que, en su Cél<;O. hubiere acordado lajunta gentTal
para la liquidación v di\'isión del haber social (art. :!40 RR\J).

6. 1ÁI reactivación de la sociedad disuelta

El principal mérito de la Leven materia de disolución es, sin duda, la
admisión expresa de la reactivación de la sociedad disuelta (an. 106)"',

. V. GIROS. Sociedades A.nónimns, pp. :,i2-.~7:~; DE L\ C\.\HRA. Estudios, 11, pp 5:);)...~.~4:

I'Ri\, MES~SIH:Z y 8EI.TR.\". (;ommfarlo, pp. i(~iH: EIZ\l;lIRRE, C01flenfmios. pp. 9~-9'l.

'" En este pUlltO S(' pone daramt'1I1e dt· manifiesto la incongnlt'lIcia de no haber proCt~

dido simultáneamente a la reforma de la Ley de Sociedades Anónimas, ya que en esta
¡onna social permanecel'án las duda.s acerca de la admisibilidad misma de esa operación SCr

cial Y. raso dt: admitirla, acerca de sus re<¡uisiws (y. diferentes posiriones en GIRO", Socinla­
des Anónimas, pp. 5i;)..5i4; DE: L\ C\\I:\R.-\, Estudios, n. pp. 5:)!V'i6ó; BELrR\", Düolución.
pp. :";4-:)9; eRIA, Mrshnu y BnrR.\:\. Comentario. pp. RI-H9: EIL\lXIRRE, Comentarlos.
pp. 11 ~I ~7). Por ello, no pu~de meuos que sorprender el hecho de que el Reglamento del
Registro Men:antil extinuia la admisión v la n'gl.llacióu de la reacti\"d,ción de la sociedad de
respollsabilidad limitada a I<.xla.s las sociedades. induidas I¡Ls anúnimas (art. 242).
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que. sin ernbar~o. tiene un claro carácter restrictivo. Se admite, por necesi­
dades prácticas, pero se rodea de múltiples cautelas, que ponen de mani­
fiesto el recelo del legislador ante la trascendencia de la decisión social
para socios y acreedores sociales"'.

En efecto. conforme al apartado 1 del artículo 106. el retorno de la
sociedad disuelta a su vida activa debe ser acordado por la junta general
con los requisitos previstos para las modificaciones estatutarias (v art.
71), v siempre que concurran tres /.rresu/rneslos:

a) Que "ha\a desaparecido la causa de disolución». La expres\on
le~al no puede entenderse en el sentido restrictivo de una desaparición
espontánea, porque ello cOIl\"ertirÍa la reactivación en una hipótesis resi­
dual. El propio acuerdo de reactivación puede, pues, incluir el de TnlUr

rión de la causa de disolución.
b) Que «no haya comenzado el pago de la cuota de liquidación a los

socios". Se f~ja así un límite temporal a la reactivación, coincidente con el
que señalaba la mayoría de la doctrina''''. Comenzada la división del patri­
OHmio entre los socios, la reactivación ya no ser;! posible, aunque la socie­
dad siga existiendo, porque se ha hecho actual el derecho de los socios a
participar en el reparto del patrimonio resul~lIltede la liquidaciún.

e) Que ·.el patrimonio social sea igual () superior al capital social" (\'..
tambif'n, art. 242.2.1." injiufRRM). Se trat.a de una medida de defensa
de la integridad del capital: así como la sociedad debe constit.uirse con
un patrimonio igualo superior a la cifra de capit.al, sólo puede reacti\'ar­
se en las mismas circunstancias:"'.

-" LI admisión t'xpn'sa de la reaetivarión diliclIlt<l la comprensión de la exigencia de
autorización Judicial cOrHenid,1 en la Ley para que una sociedad disuelta a conseClH'nria
de 1<1 quiebra participe en operaciones dI' fusión o de escisión (an. !J4.:' in fine). En elec­
to, lo lógico huhiera sido someter dicha participaciún al régimen ¡{eneral: si -la sociedad en
liquidaciún se extingue por la fusión o por la escisión total, carece de todo sentido exigir
autorización judicial, y si \'a a subsistir, por ser la sociedad absor1lt'ntc (l por escindirse par­
ci¡¡lml'lIte, quedarí.1 sometida a los requisitos generales de la reaClivación. Obsérw'se. ade­
más. que la participaciún clt' una sociedad quebrada en \lila fusión o en una escisión st'rá
C01Hccucncia del correspondiente convenio con los acreedores. qlH' exige va la aproba­
ción judicial.

o"~ elr. l'RL\. t-.hsf:"";DEZ. v BEI.TRAs, Comentario, pp. H7-HH; EIZ\(;URRE. Comentarios.
pp. I ~6,1 ~7; contra, DE L\ C\M.\RA. Es/miios. n. p. 564. para quien ese momento es el de la
aprobación dd balance final. A mi juicio, hubiera sido preferible optar por una determi­
naciún más concreta del momento hasta el cual es posible la reactivaciún, que bien pudie­
ra haber sido el de la .fimlrJl de la aprobación del baúweefina[, momento en el qU(~, adt'­
más. puede comenz.ar el reparto.

'" Es cierto que, al imponer ese requisito, la Lc'y se muestra más exigente con el acuer­
do de reactivación quc' con el de simple remoción de la causa de disolución por pérdidas.
donde el patrimonio puede continuar siendo inferior al capital social, siempre que sea su-
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Además. se prohíbe la reactivación en los casos de disolución de
pleno derecho. En el ánimo del legislador ha pesado, sin duda, la tesis
intl'rm,pdia, que admite la reactivación de la sociedad anónima en todos
los casos de disolución. salvo en el de cumplimiento del término, sobre
la base de que la ley, al admitir sólo la prórroga anterior al transcurso
del t{'rmino (an. ~61 LSA) , prohíbe la eliminación posterior de esta
causa de disolución í

.".

El régimen de la reactivación de la sociedad de responsabilidad limi­
lada se completa con medios específicos de tutela de socios y acreedores,
que ratifican la trascendencia que para la Ley tiene ese acuerdo social:

a) Respecto de los socios. el acuerdo de reactivación faculta a aquellos
que no havan votado a favor a separanr de la sociedad (art. 95.d). El fun­
damelllo del derecho de separaciém parece evidente: es la técnica utiliza-

pnior ;1 b milad del mismo (así. EIL-\C;URIU.• en Comerltalio, p. 127: C\B."'.\.'i. CU.\\'IA y MA­

(!¡\[lO. R].\', El<14. p. 46, nola /:): pero esa decisión 110 pueck sorprellder. porque pOIlC dc
rlIallifieqo las diferencia.s entn' la rl'1nociólI \' la 1'eartiJ,ru'ión: rnielltra~ con la remoción antc­
riO! a la disolución St' trala de favorecer la continuación de la socied¡ld anle una circunstancia
pI "bll'llIática para la so<:inidd. la !e,lCti\-,lCiún supone el relOrlIo de la soóedad va disuelta al
período cit- explotación. por \0 que no parece ilúgico que se a¡"TTa\,{'u los requisitos legales.

'" \' l 'RIA. !\1E"~"m:f v BFlTR\". Comerltario, pp. R~R7: DE L\ C\\lAR:\. Estudios, JI.
pp. :1110-:>62. Sin emhar¡1;o. la finalidad de los cit.ados preceptos no es negar la posibilidad
ele reactivación, sino, simplemente. est.ablecer el carácter automálico de esa causa de disc>­
lunún y resolver el tradicional problema d(' b prórroga (Y. RDGR:\ de 17 de octubre de
EH". que parece pronunciarse a Lm)J' de la admisibilidad de la reani\'acióII, siempre que
lodos los socios eSlén de ;Knerdo).

Aunque admitiél amos la corrección de esa tesis para las sociedades anónimas, no
dC'bía hal)(:rse consagrado la misma solución para las sociedades de responsabilidad limita­
da. porque no ha\' razón para discriminar entn' unas Y otras formas de disolución (dI'.
BFLlR\'. en RfJorma. pp. ~6:'~-~(¡4: ~l"Of MARTÍ'. RdS, 1994. p. S6H; VIUSI. RGD, 1994,
p. :)012: Y.. también, P~:REZ nE 1.\ CRlZ, RIJA'!. 1961'1, pp. 291-29:~: P.\Z-ARES, en Comentario,
/1, pp. 1499-1:;00: EIL\CI.IRRf. OmU'ntario,\, pp. IIR-119: DLv ~IL'mR, f,a rfactivarión de la
wril'fiad (l1Iárúma dislu/ta. Madrid. 1994. pp. I 4()-I:l:;) , Al obrar así. se confulldenlos e¡er­
tos de la disolución COII los requisitos exigidos para que la disolución se produzca. Los
deC!os de la disolución son los mismos cualquiera que sea la forma en que se produzca:
una \'el disuelLi la sociedad -automáticamente, por decisión de la junta () por resolución
judicial- puede admitirse o puede rechazarse la reactivaciún. Si se admite la reactivación,
110 hay razón para negarla en un supuesto concreto atendiendo sólo a la fórma ('11 que la
disolución se produce. Podría p('nsarse que la solnción legal pretende impedir que se
burle la lev acordando la n~activación una vel, que se ha impuesto la disolución automáti­
ca. es decir, prorro¡1;ando la sociedad después de transcurrido el plazo; pero esta idea se
desvanece si se observa la disolución por concurrencia de causa. En estos casos, se admite
expresamente que la junta que debe celebrarse remueva la causa de disolución: pero si no
lo hace, surge la facultad de cualquier intert'sado de instar la disolución judicial. Pues
bien. tras la disolución judicial. la sociedad puede acordar -previa rernociún de la causa- su
reactivación, por lo que no hay razón al¡1;una para que no pueda obrar del mismo modo en
los casos de disolución de pleno derecho.
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da para ob\iar el consentimiento de todos los socios a un acuerdo por el
que la sociedad cambia su finalidad, volviendo al período de explotación.
En consecuencia, el acuerdo deberá publicarst· en el Boletin Oficial del
Registro \fercanlil o cOlllllllÍcarse por escrilO a cada uno de los socios que
no hayan mtado a favor del acuerdo (ans. 97.1 LSRL y 242.2.2.~ RRM).

h) Respecto de los arrenio7'es soriaÚ's, la Ley les atribu~'e un derecho
de u/}(}sirión similar al de los supuestos de fusión (arl. 106.:~). Será, pues,
aplicable, por eljuego de las remisiones (ans. 94 LSRL y 24:~ LSA) , el ar­
tículo 166 de la Ley de Sociedades Anónimas";, t<..niendo en cuenta que
la f;lCultad de oposición se extiende a los obligacionistas individualmen­
te considerados, a menos que el acuerdo sea aprobado por la asamblea
de obligacionistas (an. 24:t3 L5A). Se establece, así, una sobr1,rolerrión
de los acreedores, que ya cuentan con la norma que exige la integridad
del capital social, que pone de manifiesto, una vez más, el carácter res­
trictivo de la regulaciém legal de la reactivación\'~.

La Ley guarda silencio sobre la sustitución de los liquidadores por
administradores. El Rq~lamento del Registro Mercantil exige que la es­
critura pública en que se documente el acuerdo de reactivación conten­
ga «el nombramiento de los administradores v el cese de los liquidado­
res» (an. 242.2.4.~). Así pues, d acuerdo de reactivación podrá contener
la designación de los administradores, si bien no hay inconveniente al­
guno en entender que la reactivación repondrá en su lugar a los vi(:jos
administradores"" máxime cuando la Ley sigue la regla de la conversión
de administradores en liquidadores.

IJI. L\ I.IQlIIHClÚ:-,:

1. Consideración general

Se entiende por liquidacitm aquella fase del proceso extintivo duran­
te la cual se van a extinguir todas las relaciones jurídicas sociales, tanto

'., Sobre ese precepto. l'. PtREI /lE Lv CRll, "La reducción del capital", en UKÍA, ~tE­

,¡'sm:z y 01.l\T'c:lA. c.Jmentario, VII. :'¡.", Madrid, 1995, pp. 91-117.
,.. Con buen crit(Tio. la Lel' no contempla la posihilidad de intervención dA Gobiemo

(arl. 2f)5ISA), institnción que, apoyada en las posibilidades de ilHervenóón de los podt~

res públicos en las empresas (arl. 12H.2 CE). tiene sentido sólo en relación con las grandes
sociedades, en las que puedt, resull.<lr »ccHlvenicnte para la economía nacional o para el in­
ter('s social la continuación"

"A~í, EILVC;I'IKRE, Comnltarios, 127: contra, sin embargo, C'IBAI\:AS, C"lJ\\'IA v MACHA­
DO. RIN, 1\)(14, p. 4H.
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internas como externas, y, en consecuencia, la propia sociedad"!. Ese
concepto amplio de liquidación permite incluir en su seno tanto las
operaciones de liquidación en sentido estricto (extinción de relaciones
jurídicas con los terceros) como las operaciones de división del haber so­
cial (extinción de las relaciones jurídicas con los socios). La l.cy de So­
ciedacit>s de Responsabilidad Limitada suministra datos suficientes para
este concepto amplio de liquidación. De un lado, la Sección segunda del
Capítulo X lleva como rúbrica «Liquidación", incluyendo tanto la liqui­
elación patrimonial como la di\;sión del haber resultante. De otro. afir­
ma que <<la sociedad disuelta conservará su personalidad .iurídica mien­
tTaS la liquidación se realiza» (arl. 109.2), \' se mantiene la existencia de
lajunta general para la aprobación del balance final (art. 118), momen­
to en que la liquidación del patrimonio social ya ha terminado, e incluye
expresamente entre las funciones de los liquidadores -considerando,
pues, no realizada toda\'Ía la Iiquidación- la de satisfacer a los socios la
cuota resultante de la liquidación (art. 116.1) y la de otorgar escritura
pública de extinción de la sociedad para la cancelación de sus asientos
registrales (arts. 121 y 122).

De otro lado, no es posible identificar liquidación de la sociedad con
(,oIl\'ersión en dinero y/o con destrucción de la empresa. La {~sencia de
la liquidación radica en extinguir las relaciones jurídicas sociales con los
terceros V con los socios. Ni lo uno ni lo otro implica la necesidad de
cOIl\'ertir el patrimonio social {'n dinero o de eliminar la empresa. La
Ley configura como hipótesis normal que los bienes sociales sean enaje­
nados para la satisfacción de acreedores v socios (art. 116.d); pero no lo
exige. Es posible que la extinción de las relaciones con terceros no obli­
gue a en;~enar hienes y cabt> asimismo que se establezca una división in
na/un! entre los socios (arl. 119.2 y 3) o la transmisión íntegra de la em­
presa (art. 117).

La Ley de 19:13 establecía que «para la liquidación de las sociedades
de responsabilidad limitada se estará a lo dispuesto en la escritura de
constitución y en el Código de Comercio» (art. 32). Como quiera que
no era frecuente la regulación convencional de la liquidación, resultaba
aplicable normalmente el régimen previsto con cal-ácter general en el
Código de Comercio, lo que provocaba diferencias fundamentales entre
la liquidación de una sociedad de responsabilidad limitada y la de una

'" V. GIR()~, Derecho de sociedades. I. pp. ~3H-~43; PAZ-MES, Comentario. 11, pp. 1.') I t)..

l'lIR; BU.TR....N. Disolución. pp. 24-29; lTRiA, ~1tsf."m:z y BE! TR\N. Comentario. pp. IOI-IOR;
EIZAla¡IRRE. C011Umtarios, pp. ]O()..I07.
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anónima. Es cierto que, parad{~jicamente,esa solución conducía a veces
a buenos resultados, porque se evitaba la aplicación de las extrailas nor­
mas de la Le\' de Sociedades Anónimas';-'. Es evidente, sin embargo, que
la regulación del Cúdigo de Comercio considera la liquidación como un
asunto propio de los socios, por lo que no tutela adecuadamente a los
acreedores sociales. Además, mérito indiscutible de la Ley de Sociedades
Anúnimas respecto al Código de Comercio fue el reforzamiento de la tu­
tela de los socios. Se explica así que la primera idea básica de la nueva
Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada sea, precisamente, la de
potenciar una tutela rfertill(J de soáo.\ y (J(TfIYiorf's, que se manifiesta a lo
largo de todo el articulado'·'.

Resultaba igualmente patente la necesidad de una regulación COIll­

pleta de la materia que eliminase las impon.antes deficiencias conteni­
das en la Ley de Sociedades Anónim"L'i. COIllO es sabido, la Ley de 19:)1
partía de una buena concepción del fenómeno extintivo, pero preveía
una disciplina concreta de la liquidaciún completamente obsoleta y con
graves defectos de t('cnica jurídica y -como ya se seriaj{>-Ia Lt,\, 19/19H9,
de ~S de julio, no incidiú apenas en esta materia. Así, la segunda idt'a
básica de la nueva Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada es eli­
minar esos deféetos v potl'nriar una liquidaóón fl~)xibÜ' )' ágil, lo que St'

manifiesta claramente en las previsiones sobre nombramiento de liqui­
dadores, en la atribución del poder de representación durante la liqui­
dación yen el propio procedimiento de liquidación''',

La regulación establecida se basa efectivamente en la Ley de Socieda­
des Anónimas, con la idea de eliminar sus numerosas deficiencias. Por
ello, se aprecian muy numerosas (' importantes diferencias de ré~imen

entre ambas Leyes"".
El texto comienza por sentar tres reglas ya indiscutidas en derecho

de sociedades:

" Así. por ejemplo, se producía normalmente la conversión de administradores en Ii­
guidadores. no era necesario gue el número (fe liquidadores fuese impar (RDGR:-': 20-7­
19H4) v no se exigía subast.a pública para la en¡~enaciún de inmuebles.

", Así, ROlO. RU)I, 1993, p. 1497; pp. 1500-1504.
"Cfr. ROJO, RU)/. 1993. pp. 1497·l!"lOO.
"" Esa circunstancia pone de manifiesto la incongruencia de no haber aprovechado la

reforma de las sociedades de responsahilidad limitada para haber culminado en este
punlO la labor de la Ley de Reforma de 1989, estableciendo un régimen adecuado y simi­
lar para la Iiquidaciún de todas las sociedades de capital. pues no hay razón alguna para
que la Iiquidaciún de una \' otra forma de sociedad se someta a nonnas diferentes (v. Bn.­
TRA'. en AA VV. RPfonna. 'p. Hfi!l; \'IU::-':T. RGD, 1994, p. 5618; SANCHF.Z PARODl, .La liqui­
dación ... RdS. núm. extr, 1994. pp. :;73-5H9. p. :)73).
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l.~ «La disolución abre el período de liquidación» (art. 109.1; v. art.
266 L5A). Acertadamente. la regla no va acompañada de las controverti­
das excepciones relativas a la fusión o escisión total o a cualquier otro
supuesto de cesión global del activo y del pasivo (v. ano 266 L5A): la fu­
sión v la escisión total no se consideran causas de disolución (art. l04; v.
su/mi) \' la cesión global del activo y del pasivo se configura como una
forma especial de liquidación del patrimonio social (are 117; v. in1m).
Queda así claro el mrárter nerf'sari() (Ü' la liquidarión, sin perjuicio de que
en algunos casos sea perfectamente posible la simultaneidad de la diso­
luciún v de la liquidación. Así puede suceder, por e:jemplo. en los su­
puestos de inexistencia de pasivo y acuerdo unánime de los socios. en
los que la misma junta puede adoptar el acuerdo de disolución, el de
aprobación del balance final v el de división del actiw) resultante"", o en
los casos de cesión global del activo \. del pasivo, que puede acordarse si­
lllultáneamente a la disolución.

2. 4 ..[,<1 sociedad disuelta conservará su personalidad jurídica mien­
tras la liquidación se realiza. Durante ese tiempo deberá añadirse a su
denominación la expresión en liquidarión" (are 109.2; V. are 264 L5A).
Como ya se ha sei1alado, la personalidad jurídica de la sociedad se man­
tiene inalterada no sólo durante la liquidación en sentido estricto, sino
lambi{'n durante la división del patrimonio resultante.

3." «Durante el período de liquidación continuarán aplicándose a la
sociedad las normas prevista,; en esta Ley que no sean incompatibles con
las establecidas en esta sección" (art. 109.3). Con esta regla -no sancio­
nada expresamente por la Ley de Sociedades Anónimas- se acentúa la
idea de la cont.inuidad de la sociedad durante la liquidación'''.

2. Los liquidadores

A) Concepto y régimen jurídico

Los liquidadores sustituyen a los administradores, consütuyendo el
(único) órgano de administración y representación de la sociedad du­
rante el período de liquidación. Frente a las expresiones utilizadas tanto

," Es el supuesto contemplado en la resolución de la Direcóún (~~neral de los Regis­
tros y del Notariado de 20 dejuJio de 19R4.

". Esa disposiciún permite obviar normas como la relativa a la ce-Iebraciún de- juntas ¡,{c­
Ilerales durante la liquidación (v. art. 2il ISA), que resultan de dificil interpretación.
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por el Cúdigo de Comercio como por la Ley de Sociedades Anúnimas,
conforme a las cuales la disolución de la sociedad tiene como efecto au­
tomático el cese de la representación de los administradores para hacer
nuevos contratos y obligaciones, es decir, para continuar con la explota­
ción social, que genera dudas acerca de si los administradores continúan
con las funciones que no sean estrictamente liquidatorias71

, la Ley de So­
ciedades de Responsabilidad Limitada señala, de forma tajante, que
«con la apertura del período de liquidación cesarán en su cargo los ad­
ministradores» (art. lHU; v., también, arts. 238.2 v 240 RRMr".

Para que su régimen jurídico no quede desdibujado, la Ley dispone,
con buen criterio, que «serán de aplicación a los liquidadores las nor­
mas establecidas para los administradores que no se opongan a lo dis­
puesto en esta sección» (art. 114r'. A tenor de esa regla, pueden consi­
derarse aplicables a los liquidadores las siguientes disposiciones dictadas
para los administradores:

a) En caso de órgano inmmpl.eto, facultad de cualquier soóo para ins­
tar la convocatoriajl1dicial de lajunta v facultad de cualquiera de los su­
jetos que permanezcan en el cargo para convocar la junta, con el lÍnico
o~jeto de proceder al nombramiento (art. 45.4), que se reitera para los
liquidadores porque se prevén algunas especialidades (an. 110.2, \'.
inlra).

b) Modos de organizarse la administración (art. ;'7) v atribución elel
poder de representación (an. 62). con la particularidad de que, en caso
de silencio estatuta,-io, el poder de representación corresponderá a cada
liquidador individualmente (ar!. 112.1, v. infra).

c) Inexigencia de la condición de socio (ar!. ;'8.2),
d) Catálogo de prohibiciones (an. ;'83).
e) Efectos del nombramiento desde la aceptación (art. ;'8.4), si bien

en el caso de conversión de administradores en liquidadores debe en-

, V. t:RI.\, ME'E'IlEZ v BU.lRÁ'. COrTUmtario, pp. II :~114. Esas oudas se acrecit'ntan
con la disposición que obliga a los adminislradores a prestar su concurso para la práctica
de las operaciones de liquidación. si fueren requeridos para ello (art. 267.2 1-5.-\). que.
acertadamente, no se contiene para las sociedades de responsabilidad limitada.

" Así. por ejemplo, es daro que la convcKatoria de las junws generales correspon.de
en adelante exclusivamente a los liquidadores (an. 4:,.1). Así, también, correspondera a
los liquidadores. en su caso, el ejercicio de la acción de responsabilidad por la realidad y la
"aloración de las aportaciones no dinerarias (arl. 21.2).

7' Sobre la aplicación de esa misma regla a las sociedades anónimas, \'. GIRÓN. Socieda­
des Anónimas, pp. 57H-579; BEI.TR.\', «E( nombramiento de liquidadores en la sodedad
anónima». en Derecho Afercantil de la Comunidad Económica Europea, Estudios Homena­
Je al Profesor Dr. Girún Tena, Madrid, I9<J 1, pp. 133-154, p. 138.
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tenderse que la aceptación del cargo de administrador implica la del
cargo de liquidador'i.

f) Designación de suplentes (arlo 59. Una rdérencia a los liquidado­
res suplentes se encuentra en el artículo 110.2).

g) Duración del cargo (an. 60.1). Resulta así redundante la norma
según la cual "salvo disposición contraria de los estatutos, los liquida­
dores (~iercerán su cargo por tiempo indefinido» (arlo 111.1), a menos
que se quiera decir que el eventual plazo de duración establecido por
los estatutos sociales para los administradores no rige para los liquida­
dores. en cuyo caso hubiera sido mejor establecer que el cargo de li­
quidador durará todo el período de liquidación (expresamente, arlo
243.2 RRM).

h) Ejercicio del cargo (art. 01 ) .
i) ;-";otifícaciones a la sociedad (arlo 04).
j) Prohibición de competencia (an. 6:». Aunque sea discutible, el si­

lencio del texto y la doble circunstancia de que la sociedad continuará,
al menos transitoriamente, desarrollando su mismo o~jeto \' de que los
liquidadores podrán realizar nuevas operaciones cuando sean necesarias
para la liquidaciún, obliga a afirmar que existe esta prohibición ha"t.a el
momento en que se cierren las operaciones de liquidación del patrimo­
nio.

k) Carácter gratuito o remunerado del cargo (arlo 00), salvo en lo
que se refiere a la eventual participación en beneficios. v teniendo en
cuenta la especialidad de los liqllidadnrt's designados judicialmente (arlo
111.~.1I, v. infra).

1) Prestación de servicios (art. (7).
11) Separación del cargo por lajunta general (arlo 08), por lo que re­

sulta redundante el artículo 11:t 17
". Pese a ello. debe considerarse acer­

tada la equiparación del régimen de separación de los liquidadores al de
los administradores, cuvo resultado inmediato es una importante dife­
r('ncia de régimen jurídico con la Ley de Sociedades Anónimas (v. arlo

"\" BELTRA,. Homnwje GirólI. pp, 1:>1-152. respecto de la conversión prevista estatu­
tariamente en las sociedades anónimas.

, .. La Lev dedica un precepto expreso a la separación de los liquidadores. que era in­
necesario. En efecto, la norma según la cual .. la separación de los liquidadores no designa­
dos judicialmente podrá St~r acordada por la junta general aun cuando no consk en el
orden del día» (art. l I~.l) t~S superflua, ya que es la misma que rige para los administrado­
res (arts. 114 y fiS.l). v la '1m: se refiere a la separación de los liquidadores designados por
el juez (art. 11 ~~.2) encontraría su acomodo natural en los preceptos que regulan su nom­
bramiento (arLs. 110 v 11 1).
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280 LSAY'. En primer lugar, no se alude, porque resulta obvio y puede
inducir a equívocos, a la finalización de la función de los liquidadores
por haberse realizado la liquidación. En segundo lugar, se reconoce ex­
presamente que la separación puede ser acordada por la junta general
aunque no figure en el orden del día (separación ad nutum). En tercer
lugar. no se exigen requisitos especiales para la separación de los liqui­
dadores que hubieran sido designados en los estatutos. En fin, no se re­
conoce a la minoría la EKultad de solicitar al juez la destitución de los li­
quidadores. porque se estima -(:on acierto- que la competencia para
ello debe atribuirse en exclusiva a la junta general y porque s(~ atrihuve
la misma f~lCultad a cualquier interesado cuando la liquidación se pro­
longue excesivamente (ar1. 111.2, v. infra).

m) Responsabilidad (arl. (9). con lo que se elimina la franquicia del
derecho anterior, según la cual los liquidadores no responden por culpa
leve (arts. 279 LSA y 2;)1 c.Co.r~.

n) Impugnacic'>n de acuerdos del órgano colegiado (ar1. 70).

B) Nombramiento

La Lev de Sociedades de Responsabilidad Limitada se separa clara­
mente de la Lev de Sociedades Anónimas (v. art. 2(8) ". con la intención
de garantizar la existencia de liquidadores tanto en el momento misIllo
de la disoluciún corno él lo largo del período de liquidación. La existen­
cia de liquidadores desde el mismo momento de la disolución se asegura
al disponer que «quienes fueren administradores al tiempo de la disolu­
ción quedarán convenidos en liquidadores, salvo que se hubieren desig­
nado ot.ros en los estatutos o que, al acordar la disolución, los designe la
junta general» (art. 110.1; v., también, arts. 238.2.11 y 24:U infineRRM).

Esta disposición tiene, en realidad, un doble alcance~". De un lado,
se pretende e\iLar la existencia de un incierto período transitorio entre la

.;. Sobre el ric'ginwn del ..c('se de los liquidadores" ell la sociedad all()lIill1;l. \. l:RL\.
;yh~E'[)EZ \ BFLTR\'<. Comentario. pp. 223-229: EIIALLlRRF. Comentarios. pp. 23~243.

-, Sobre la respollsabilidad dt' los liquidadores en la sociedad anónima. v. l'RÍA. Mf-
-':(:-..Dl] y BfLTR\-':. Comentario. pp. 21:>-223; EII_\(;URRF. C,omentaTÍo.I. pp. 230-2:n; SA,-
<:IIEZ-I'AROlll. "ColISideraciolles en lomo a la responsabilidad civil de los liquidadores de la
sociedad anónima". en P]. 1993. pp. 99-124.

" Sobre d sistema de lIombramiento ell la Le\' de Sociedades Anónimas, v. BELlR..\.:'\.

Homenaje Girón. pp. 133-154: SA:'\CHEZ-PAROIlI, «C~JIlsideraciones sobre el nombramiento
de liquidadores en la sociedad anónima". en Ullro Conmemorativo del bicentenario de la
Univer:5idad de La Laguna, La Laguna, 1993.11. pp. 857-887.

" Ur. ROlO. ReD/. 19Y:~. pp. 1497-1498.
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disolución y el nombramiento de liquidadores que las normas de las so­
ciedades anónimas parecen fómentar, retrasando en muchos casos el co­
mienzo de las operaciones liquidatorias con el consiguiente pel:juicio
para socios y acreedores"". De otro lado, pone de manifiesto la preferen­
cia legal por la continuidad entre los órganos de administración y de li­
quidación de la sociedad.

La expresión utilizada en este precepto (<<quienes fueren administra­
dores») v la preferencia legal hacia los liquidadores solidarios (an.
11 ~.I) muestran que la conversión se refiere a las personas, y no al órga­
110: salvo disposición contraria de los estatutos, dos administradores
mancomunados se convierten en dos liquidadores solidarios y un conse­
jo de administración d(~ja paso a tantos liquidadores solidarios como
miembros lo integraran'l.

La conversión puede ser e\;tada por la sociedad mediante una desig­
nación expresa de liquidadores en los estatutos (nomhramiento
I'statutari()'~o a través de su nombramiento por acuerdo de la junta ge­
neral (\., también, art. 44.I.b)", que deberá ser simultáneo al de disolu­
ción".

La existencia de liquidadores trata de asegurarse también a lo largo
del período de liquidación. Para ello, el texto se preocupa de prever
-con innecesario detalle- los supuestos en que, por f;illecimiento o cese,
y COInO consecuencia de la inexistencia de liquidadores suplentes, el ór­
gano se encuentre incompleto, de forma que no pueda realizar sus fun­
ciones (arl. 110.2). Como ya se anticipó, la norma es similar a la prevista
para los administradores (arl. 4;'.4); pero con dos importantes especiali-

~'Clr, BFl.IR\:\, J/omenaje Girón. p, 139; SA'1 IIEZ-P\ROPI. Bianlenar70 La hlguna. 11.
PI' HI)~-864.

, Ur. ROJO, R(1)I. J99:~, p. 1499: BEl.rRA:\. en AA V\', Reflmna, p. Hn.
" Además del nombramiento. los estatutos pueden (onter\("r regl,Ls par"a la designaciún

de los liquidadores por la junta general (\'. BUTRA,. Homenaje Girón, pp. 142-144; 5",­
I.IIEl-PARO()l. Bicenll'nario La Lagu na. /l. pp. HóE">-867): pero la conversión sólo se evitará
cuando los estatutos designen expn'samenlt' a las personas que habrán de onrpar el cargo.

•, La designación de liquidadores por la jnnta general exigirá. como cualquier otro
acuerdo social (ar!. 46.4), su constancia en el orden del día: no hay motivo para conside­
rar incluido este punto en el rdativo a la disolu("Íón de la sociedad (ROlO. RCDI. 199:'1.
p.149H).

Esa designación será posible aun en el caso <k qu(' hubiest'n sido design3dos liquida­
dores en los estatutos, si bien deberán cumplirse los requisitos necesarios para las moditi­
caciones estatutarias.

.. l~ exigencia de simultaneidad St' rdiere exclusivamente al primer nombramiento,
pues se trata de gaJ-antizar la existencia de liquidadores. Con posterioridad. lajunta gene­
ral puede cesar en cualquier" momento a los liquidadores. aun cuando ello no conste en l'l
orden del día (an. 113.1), y nombrar a otros.
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dades que se justifican por la situación de liquidación. En primer lugar,
se atribuve la facultad de solicitar del juez de primera instancia del do­
micilio social la convocatoria de junta general para el nombramiento de
los liquidadores a rualquif'f intt'l"t'sado (<<socio o persona con interés legí­
timo,,) v no sólo a los socios, porque se estima, acenadamente, que la
existencia o no de liquidadores les puede afectar directamente.

En segundo lugar, como quiera que la junta convocada -por el juez
o por los liquidadores- puede no reunirse válidamente o puede no nom­
brar liquidadores, se legitima a ruaÚjuin intnesado para solicitar la (J¡'sig­
nación judicial (ü litrtúdadorf's cuando la junta general no proceda al
nombramiento (ar1. 110.:3), No parece lógico, en efecto, que St~ legitime
a cualquier interesado para solicitar la disoluciún judicial y se niegue
después una solución al problema -hasta cierto punto similar- de que la
sociedad no proceda al nombramiento de liquidadores, Si el juez puede
disolver la sociedad. ha de poder asimismo designar a los liquidadores"'.

La técnica del nombramiento judicial de liquidadores se utiliza tam­
hién para evitar que el período de liquidación se prolongue excesiva­
mente. Así, dispone la Ley que. «transcurridos tres años desde la apertu­
ra de la liquidación sin que se hav<l sometido a la aprobación de la Junta
General el balance final de Iiquidaciún. cualquier socio o persona con
interés leg-ítimo podrá solicitar del Juez de Primera Instancia del domici­
lio social la separación de los liquidadores. EI.Juez. pre\;a audiencia de
los liquidadores. acordará la separaciún si no existiere causa que justifi­
que la dilación y nombrará liquidadores a la persona o personas que
tenga por conveniente» (art. 111.2)"'.

" Sobre' la posihilidad (v (,1 r¿'gul1en) de nombramiento judicial d(' liquidadores en 1<1
socieoad anúnima. v. BFI.IRA:-;, J{omrnaje Girón, pp. 141-142 Y 14[).. 147; S,\,;'CIIF1-P\ROlll,

Bicnllnlario l.a I,(1f!:una. 1I. pp. R72-H7H. El silencio od Anteproy('cto ck Ley de Socieo<l­
des de Responsabilidao Limitada sobre este punto hu' dicazmente denunciado por ROlO,
RU)I, 1~93, p. 149H.

,. Lt previsiún legal parece insuficiente'. En cfeClo, es cie'no que no pueoe fijarse illl­
per<ltivamente la duración de ),lS operaciones de liquidación, va que depenoerá de sus difi­
cuilaoes intrínsecas; pero no es nlenos cierto que la previsión indirecta oe ouración no pa­
rece demasiaoo dicaz, porque no va acompañ<lda de otras oisposiciolles que permitan
agilizar al máximo la Iiquidaciún. Para la sustituciúll juoicial de liquidadores, st· exige que
no exista "causa que justifique la oilación .. ; pero esa causa concurrirá siempre que en el
momenlo de la disolución existiesen relaciones jurídicas oe cierta duraciú/I Ot~ la sociedao
con terceros. Se echa de menos una disposición -contenida, sin embargo. en los primeros
trabajos de la Ponencia redactora del Antcproyeno- que permitiera al juez, a solicitud de
los liquioadort's. acordar el vencimit~nto anticipado oe las deudas, créditos y contratos de
la sociedad, que facilitaría la extinción de la sociedad (v. BU.TRA!', en AA VV, Reforma., p.
R70).
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Parece lóg-ico pensar que el nombramiento judicial de liquidadores
se llevará a cabo. en ambos casos. por los trámiles de la jurisdicción \'0­

luntaria. ya que no se trata de abrir un contencioso contra la sociedad';.
Sin embargo. d artículo 245 del Reglamento dd Regislro \fercantil con­
sidera IÍtulo inscribible la sentencia firme de designación.

Igualmenle lúgico es que. en ambos casos, la separaciún de los liqui­
dadores designados judicialmente súlo pucda ser acordada por ('1 juez, a
solicitud fundada de quien acredite interés legítimo (an. 11:t2l.

Además. la Lev establece dos importantes especialidadc's para los li­
quidadores designados judicialmente en el caso de que la liquidación se
prolongue excesivamente (art. 111.2)"'. En primer lugar. corresponde al
juez decidir su númno v fijar su réKilnf'l1 dt arluarión, con independencia
de una ('Ventua) regulaciún estatutaria de la materia (an. 111.2.1), si
bien paren_' lúgico pensar que. caso de optar por pluralidad de liquida­
dores, el juez atribuva el poder de representación a cada liquidador indi­
\idualmente, de acuerdo con la preferencia legal (an. 112.1).

En segundo lug-ar, los liquidadores designados judicialmente tienen
derecho a la retriburión establecida para los síndicos en caso de qui.ebra
(arl. 11 1.2.Il)"', cualquiera que fuese la disposición estatutaria sobre el
particular (arL.... 114 v (6).

Conforme al artículo 24:> del Reglamento del Registro Mercantil, el

nombramiento de liquidadores se inscribirá en \'Ínud de cualquiera de
los títulos pre\istos para la inscripciún de los adminislradores o en Yirtud
de testimonio judicial de la sentencia firme por la que se hubieren nom­
brado. El propio ReglamenlO exceptúa el caso de disoluciún de pleno de­
recho. va que, salvo cláusula estatutaria en contrario, los administradores
se convienen en liquidadores y el registrador deber{¡ hacerlo constar en
la Ilota de disolución (arl. 2~H.2.II); pero, en rigor. quedan exceptuados
todos los casos de disolución: a falta de cláusula estatutaria o de acuerdo

,o; <:tr. BF.L1R\:\. HomeTlnjr Girán. p 1-17; S:\:\C1Hz-l'\f{IH>I. Biff1ltl'1lflnO La Laguna. 11.
pp. H77-H7H.

"" Parece I(>gico peusar que dichas normas no seau aplicables a los liquidadon·s desig­
Ilados por el juez eu caso de inactividad de la sociedad (~Irt_ IlO.:I).l'a quc Cll cste mpllt'<,­
to el juez se limita a suplir la ¡¡lita cit' voluntad social.

<. l.a retribucióu de los síndicos de la quiebra se \leva a cabo por el sistcma de romisio­
1/.rs, que, de acuerdo con el artÍfulo 1.071-\ del Código de (;onwrcio eh' l H:!9, s('r;in colecti·
vamente las siguieutes: El medio por cieulo sobre todas las cobranzas que hagan dc crédi·
tos v den'dlos. el 2 por 100 eu los productos ele las ventas de mercac!t-rí;is. \' el I por 100
en las V<'nlas y adjudicaciones de bienes inmuebles o pertcnencias de cualquier otro gt'ne­
ro. Adcmás, tendrán derecho a que se les abonen los g-aslos sufridos (art. 1219 in fine
LEC).
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de la junta, los adminisu'ac1ores se convierten en liquidadores, por lo que
no hav necesidad de realizar una inscripción de nombramiento.

C) Poder de representación

Las funóones dt, los liquidadores están determinadas por el nuevo
fin social: deberán realizar las operaciones dt' liquidación, que se resu­
men en el cobro de los créditos sociales. el pago de las deudas de la so..
ciedad, a medida que vayan venciendo, y la realización de las operacio­
nes pendientes; dividir el patrimonio resultante entre los socios. y
solicitar la cancelación de los asientos registrales. Para todo ello disfru­
tan del oportuno poder de representación. en torno al cual la Ley dicta
dos importantes normas.

a) La primera. relativa a su at1ibuáán, consiste en prever que. «salvo
disposición contraria de los estatutos, el poder de repreS(~ntación cones­
ponderá a cada liquidador indi\idualmente>· (an, 112.1). Se trata de facili­
tar la realización de las operaciones de liquidación: frente a la pre\isión de
la Ley de Sociedades Anónimas, consistente en exigir que el número de li­
quidadores sea impar (arI. 268.2 LSA), que parece presuponer la existen­
cia de un órgano colegiado de liquidación. y que ha sido muy criticada por
la doctrina porque obstaculiza la liquidación"", la Ley concede libertad a los
estatutos sobre el número de liquidadores y sobre su régimen de actuación
[liquidador único, valios liquidadores solidarios o mancomunados. tres o
más liquidadores colegiados (v. arto 110.2); pero muestra su preferencia
por la existencia de liquidarlurrs solidan'os. que puedan llevar a cabo la li(IUi­
dación del patrimonio social con mayor agilidad. A diferencia de lo que su­
cede con los administradores [art... 12.1.e) y 5iJ, los estatutos no tienen
que pronunciarse sobre el modo de organizarse los liquidadores.

b) La segunda norma, relativa al ámbito del poder de representación.
es la de que «la representación de los liquidadores se extiende a todas
aquellas operaciones que sean necesarias para la liquidación de la socie­
dad» (art. 112.2). La fórmula es técnicamente más correcta que la em­
pleada por la Ley de Sociedades Anónimas [ar1. 272.c), d), e), f) g) y
h)], aunque llegue a los mismos resultados (Y. gr., no hay duda de que
los liquidadores pueden concluir nuevos contratos, siempre que sean
necesarios para la liquidación) y plantee idénticos problemas, En par..

"V" por todos, BU.TRA,N. Homenaje Giróll, pp. 149-150; SANCHFZ-I'ARODI. Bic:entnUlTÍo
La La¡"11tltfl. 11, pp, 879-1'\1'I\.
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linilar. la Ley no se pronuncia sobre los efectos de los actos realizados
por los liquidadores que excedan de su ámbito de representación.

Podría pensarse que no se ha querido proteger a los terceros, de
modo que la sociedad no quedará obligada por los actos que no sean ne­
cesarios para la liquidación'l\; pero esa interpretación implicaría una di­
ferencia entre el período de explotación yel período de liquidación de
IIna sociedad que no parece haber sido querida por el legislador, quien
se limita en este precepto a establecer el ámbito del poder de represen­
tación de los liquidadores, al modo como hace para los administradores
(arl. 6;t 1, primer inciso)"".

Podría pensarse asimismo que la norma general de remisión del ré­
gimen jurídico dt, los liquidadores al de los administradores (an. 114) es
suficiente para estimar aplicable la regla de protección de los terceros
contenida en t'se Capítulo de la Le\' (an. 63.2). de modo que la socie­
dad quedará obligada frente a terceros que hayan obrado de buena fe v
sin culpa grave; pero dicha interpretación olvidaría que esa norma no se
refiere, en rigor, al régimen jurídico de los administradores.

En realidad. no es necesaria una norma expresa de protección de ter­
ceros, porque no puede olvidarse que "durante el período de liquidación
continuarán aplicándose a la sociedad las normas preústas en esta Ley que
no sean incompatibles con las establecidas en esta sección,· (al1. 109.3), y
no hav razón para considerar incompatible con léL'i normas dictadas para
el período de liquidación aquella que \incula a la sociedad por los actos
realizados por su órgano de administración y representación (ar1. 63.2). A
mi juicio, pues. la sociedad quedará obligada por los actos realizados por
los liquidadores que no sean necesarios para la liquidación. él menos que
pruebe que el tercero conocía o debía conocer que no se trataba de un
aclo vinculado a la liquidación. con independencia de la responsabilidad
en que los liquidadores puedan incurrir en el orden interno"'.

'" Así, VICEl'"T. RGD, 1994, pp. 5619 Y5621. para quiell estamos en presencia ck un
"supuesto legal de limitación de la capacidad de la sociedad, oponiblt' a los tcreeros, en
operaciones claramt~ntt' no liquidatorias .. , Esta parece ser también la opinión de ROlO.
R(l)/, 199:3, p. 1499. pitra quien se sigue ,'un discutible criterio mas protector de los socios
que de los tt'rceros".

'." \'.. sin embargo. \'IUST. RGD, 1994, pp. 5619 Y 5621-5622, St:~gÍln el cual .. la sociL~

dad ha dejado de funcionar como empresa, v (.. ,) en 1<11 situación el legislador puede pre­
krir la protet'ción de los socios a la seguridad del tráfico, siendo que los terceros quedan
advertidos de que contratan con una sociedad ..en liquidación (... ), por lo qut' deben asu­
mir el riesgo de calificación de las operaciones que realizan con ella ...

9' Cfr. BEl.TRAN. en AA VV. &forma, pp, H72-87:~: COnf(lrrnt·s C\BASAS, C-\L\VL\ ) MA­

UlADO, lijN, 1994, p. 59.
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3, Las cuentas dumntl' la liquidación

Como una clara rnaniféstación de la continuidad de la sociedad. la Lev
regula las «cuentas durante la liquidación" (ar1. 115). tratando de adaptar
a ese periodo de la vida social el deber de formular cuentas anuales"', En
efeno. se exige, e1l todo caso. la formulación de un inventario J baúmCl' rÜ'

ú¡ sociedad con rejermria al día dI' Úl disolurión (apartado 1). y, cuando el
período de liquidación se prolongue más allá del plazo pre"isto para la
aprobación de las cuentas anuales. la f()Hnulación y la presentación a la
junta general de un I's[(u10 anual de cU("nta.\ (apartado 2)"".

A) Inventario y balance inicial

"En el plazo <.k tres meses a contar desde la apertura de la liquida­
ción. los liquidadores formularán un inventario y un balance de la socie­
dad con referencia al día en que se hubiera disuelto,) (arL 11 :'>.1), La
norma procede del artículo 272.a) de la Ley de Sociedades Anónimas
(ubicada entre las funciones de los liquidadores). pero con modifkacio­
nes de inter('s, que se basan en el artÍCulo 2~O,1 '! dd Código de Comer­
cio: se fija un 111m.o para la formulación de los documentos, que es de
trn rrw\I'S a contar desde la fecha de la disolución (frente a los veinte días
pn'\'istos en el Código de Comcrcio); su redacción -y suseripción- se en­
comienda exclusivamente a los liquidadores. aun en el caso de que no se
hubicra producido la conversión de los administradores. \' se señala cla-

" Parece claro que dUranl(' el pniodn de IiquidaeiúlI la ~ocil'(lad no est;\ obligJ<i;¡ a
formular nU'lIt<1s alluales (\'., sin cmbargo. l.iS dudas de VlnsI. RGD, 1~~J4, p. 5620). ;\0
debe llevar a e 11ga 1'1 o la norma según la cu,ll .. durant(' d período de liquidaciún contillua­
r:nl aplicándose a la sociedad las 1I0rmas previstas en esta I.c' qw' no sean incompatibles
con las establecidas ('11 es!;¡ St'cciún.· (,11'1. IOY.2), porque preciS<Ulu'n!l' esa norma es in­
compatible con las rcla!iv,¡s a las cllcntas anuales: careceria de sentido una norllla rdativa
a las cllentas durante la liquidaciún si la sociedad siguiera obligada a fiHlllular SIIS cuentas
anuales.

Por csa misma ra¡.ón. deben cesar en el clrgo los flu<iitllH'S r/<> cuentas (dI'. BU.TIt\:\,

DilO/uóón. p. 7'2: cOlltra, sin embargo, VICF); l. RGD. 19':14, p. 56'21): 110 existen cllt'ntas
,1Iluales que audit;¡r y la Ley 110 ha previsto su intel'\'('nciún ni siquiera en rdaciólI con el
balance final.

.. , Con bm'n criterio, la Lev no recoge, en cambio, el deber de los liquidadores de in­
formar personalmente a los socios (art. 2:{O.'2" CCo.) o a los socios y acreedores (arl. 27~.1

ISA): el deber de comunicación a los socios pareCt~ contradecir la 'subsis('ncia de la junta
general durante el período de liquidaciún (así l'RL\, ~h.:-;t·:-.[)f.1. y BF.I.TRA);, (;mrumtario,
p. 170) yel dclwr cle comunicación a los acreedores puede complicar innecesariamente la
lic¡uidaciún sin quc' sea imprescindible para una adecuada tutela dr' sus den'chos.
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ramente que los documentos deben ir referidos al día de la disolucián de
la sociedad (frente a la equívoca expresión «día en que se inicie la liqui­
dación», utilizada por la Ley de Sociedades Anónimas).

La Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada. tras los pasos de
la l.ev de Sociedades Anónimas. no extrac las últimas consecuencias de
la continuación de la sociedad durantc el período de liquidación v no
exige la intervención de lajunta general. )\0 es. pues, necesario convo­
car una junta general con el objeto de aprobar esos documentos. Sin
l"mbargo, la junta. como órgano soberano, también durante la liquida­
ción. debe conocer esos documentos. por lo que los liquidadores habrán
de dar cuent..l de ellos tan pronto se celebre una junta. En aplicación de
las normas generales, nada impide tampoco a los liquidadores conH>car
expresamente una junta para dar a conocer esos documentos e incluso
que la minoría pueda solicitar esa convocatoria (v. art. 4;).~).

Como en el Código de Comercio v en la Ley de Sociedades Anóni­
mas. dos son los documentos que deben formular los liquidadores: un
inventario y un balance. El imwntario es la relación de todos los biencs y
derechos con que la sociedad cuenta en el momento de disolverse. De­
termina el ol~jeto del deber de los liquidadores de velar por la integri­
dad del patrimonio (art. lI6.a) v permite conocer con qut medios cuen­
ta la sociedad para la satisfacción de los acreedores \' el ulterior reparto
del remanente entre los socios.

El balance inicial o balance de apertura de la Iiquidacií»1 debe refle­
jar la situación de la sociedad para afrontar su nuevo período. Mira
tanto al pasruio, poniendo punto final a la etapa de vida aeti\'a de la so­
ciedad. por lo que es rompll!mmtario del último balance de {~iercicio

aprobado, como al futuro, preparando la extinción de la sociedad. Por
ello, aunque con carácter general deban seguirse las normas de valora­
ción pre\;stas para la redacción de las cuentas anuales, nada impide que
en supuestos ele sencilla liquidación pueda utilizarse ya el criterio del
valor de realización"".

B) Estado anual de cuentas

"Si la liquidación se prolongase por un plazo superior al previsto
para la aprobación de las cuentas anuales, los liquidadores presentarán a

." CfL URíA. Mt:NENDEZ y BELTRÁ>';, Coml'lltano. pp. 14."1-144: VICE"T. RGD. 1!l!.J4,
p. 5620. V.. también. ZU:-<7.1·NEGl;!. «El ba1<U1cc final de la liquidación". en RJ)BB. 1992.
pp. 469-521. p. 482.
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laJunta General, dentro de los seis primeros meses de cada <:jercicio, un
estado anual de cuentas \" un informe pormenorizado que permitan
apr<:'ciar con exactitud la situación de la soci<:'dad y la marcha de la liqui­
dación» (an. 11:').2). Como en la Lev de Sociedades Anónimas en la que
se inspira (\". art. ~7~.2 L5A), se tiene en cuenta la posibilidad de que la
liquidación sea larga, de modo que se trata de atia/Jlar el deb(:'r de for­
mular cuentas anuales impuesto a todo empresario a las especiales exi­
gencias del período de liquidación. imponiendo a los liquidadores el
deber de formular \" presentar anualmente a lajunta un estado de cuen­
tas y un informe pormenorizado. Hav que entender, pues. que el deber
de formular cuentas anuales se sustituy' durante el período de liquida­
ción por el deber de los liquidadores de elaborar y presentar a la junta
un estado anual de cuentas ,. un informe pormenorizado'c.

La Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada va m<Ís all:1 de la
Lev de Sociedades Anónimas, estableciendo pre\isiones imponantes. En
primer lugar, respecto al presu/ml'sto para el nacimiento del deber, se sus­
tituye la equí\"(Ka referencia de la Ley de Sociedad('s Anónimas al plazo
para la «redacción del balance anual» por la m,Ís conecta al plazo pre­
visto para la "aprobación de las cuentas anuales».

En segundo lugar. se fija un ¡J/m.o para la redacción v presentariúl1
de los documentos (<<dentro de los seis primeros meses de cada (~jerci­

cio»),

En tercer lugar, se obliga a redactar y presentar no sólo un «estado
anual de cuentas», sino también un infonw' !JOrmnwriuldo -que hace las
veces de inlomU' di' w'stión-, que facilitará la finalidad de permitir apre­
ciar con exactitud la situación de la sociedad y la marcha de la liquida­
ción. Su propia finalidad pone de manifiesto la libertad de que gozan
los liquidadores, naturalmente h;~o su responsabilidad, para dar a esos
documentos la estructura que consideren más adecuada. En particular.
los criterios de valoración utilizados deberán estar en función de la mar­
cha de la liquidación.

En fin, se sustituye el deber de publicar esos documentos en el Bo­
letín Oficial del Registro Mercantil por el de !Jresentarlos a la junt<l ge­
nera\''".

o •• Así. Zt":\zt'\F'(;\I. RDBB. 1992, pp. 4H9A90.
,~ Huhiera sido cO!l\'cnicnte, sin embar~o, exigir no sólo la jrrl'spnlación a lajunta ~e­

neraI. expresión de dudoso significado. sino también su aprobación por ésta (\". arl. IIH. t.
respecto del balance final), va que el estado anual de cuentas y el informe pormenorizado
Sl1StltUYI'11 a las cuentas anuales durante el período de liquidación.
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4, Las otwraáolles de liquidarión

A) Consideración general

9/i

Bajo la rúbrica de "operaciones de liquidaciún·., el artículo 1J 6 de
la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada contiene tanto nor­
mas relativas a las funciones de los liquidadores corno la enumeraciún
de las operaciones de liquidación \' de di\'isiún del patrimonio socia!'.. ·.
Las operaciones esenciales de la liquidaciún del patrimonio social (ex­
tinciún de las relaciones jurídicas de la sociedad con terceros) son la
conclusión de las operaciones pendientes (letra h), el cobro de los
cri'dilos (letra c) \' el pago de las deudas (letra e). La cOIlser\'a<:iún de
la pnsOTuzlidad jwidic(J durante d período de liquidación y el conse­
cuente mantenimiento de su capacidad implican que la diso]uóún no
produzca efécto alguno sobre los contratos concluidos por la sociedad
ni sobre sus créditos \' deudas, que, por tanto, deber:1Il extinguirse
conforme a las reglas generales'''''. Resp<·rto a las deudas. se recoge la
posibilidad de mnsi¡pzaáólI del importe debido en una entidad de cré­
dito del término municipal t'n que radique el domicilio social (an.
I ~()) '''i .

." El artículo 1 Ifi de la L('y de Sociedades dI' RespollSahilidad l.imitada tr;\la de ada¡>­
t'H ('1 ;Ufículo '27'2 de la Lc\ de Sociedades :\nt\nimas. qm' IIna «,mo rúbrica .. funciones
de los liquilhdores .....\si. la ohligaciún de suscrihir un inH'lIlari() \ Ull ba1'1I1«· inicial rart.
'27'2.a) 1.5:\J pas.( a inlegrarse ('n el preceptc) relati\o ,1 bs cuentas du¡ ante Li liquie!aciún
(,lit. 11;, L"RI.¡. \' la qlle ,\lrihuVl' a los liquidad()n's la rqlleS('mac¡clIl de la socieriad ¡arto
'27'2.h) L"A I pasa a constituir un precq>lo pr,)pio (art. 11'2 LSRI.). Sin cmbargo, el precq>­
t() eoutinú,l tenielldo un dobú' a/rana. pues C<lIltielle tanto I\()rmas rl'!ali\'as a las '/un17o­
//('.\ di' los liquidadorf's como la cl1unl<'r;lCión de las ofll'wáo/ll'.1 1ft> liquidación l dI' dit'i­
'úÍ1¡ d!'l patrimonio .Ioda!. Adclll.is, resulla allanúnico. e inclnso redundaurc COIl la
remisióll al n':gimcn jUl ídico previsto par<l los <ldministra<!()n's. la atribucit\n a los liquida­
dores ele las tUllciollt'S de ..vdar por Ll inl\'gridad dd patrimollio soci.d \ lIe\ar la (onl<lhili­
dad de la soc it'dad .. (letra a) y de las bcultad('s de .. compareccr elljuicio \ concertar tran­
sacciones \' arbitrajes" (letra el. En lino .. satisfacer ,1 los socios la cuot;1 resultant(· dc la
liquidaciún» (letra l) 110 es, en rigOl, IIl1a operaciún rlc liqllidaciún, sino su resull;ldo.

,.•, Se trata rle una consccut'ncia Ilw\'itabl., pero al mislllo tiempo prohlen1<Ític<l. por­
quc puede alargar inllt'cesarÍam('rlte el período de liquirlaciún cnando existan rt'!aciones
jurídic<t.s de lar~a duración. Por t'sa ralón, si una de las fin,didadcs eh: I;¡ nun'a rq;-Illaci(,n
era facilitar la extinción (k la sociedad, hubiera sido deseable que la LeY -('(tillO se hacía
en los primeros trabajos- hubiese atribuirlo a los liquidadores la facultad de solicitar del
jUl"1 de primera instancia del domicilio sodal la declaraci{m rlc H'ncimiento anticipado dc
los crérlilos, deudas \ contratos (it- la sociedad.

"J' La Lt,y de $(',cicdades de Responsabilidad Limitada no conlempla, en cambio. la
posibilidad rlc aS!'gttramiento de las deudas sociales no vencidas (Y. ar!. '277.2.1.' LSA¡. 1,)
qllt' resulta sorpH'ndente, porque permite agilizar las operaciont's de liquidación.
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La l.ey se limita en esta materia a ofrecer mt:joras simplemente re­
daccionales sobre la I.ev de Sociedades Anónim.l<¡: habla de «concluir»
-no sólo. pues, de «realizar»- las operaciones pendientes; no exige qut'
se trate de operaciones (omnáa!es. v utiliza la expresión «pa~ar las deu­
das sociales» en lugar de "pa~ar a los acreedores"I"~.

Para realizar la liquidación, el texto -siguiendo también a la Ley de
Sociedades Anónimas- atribuye a los liquidadores varias facultades. La
primera de ellas, la de realizar nuevas uj){"máotles que sean necesarias /Jara
la liquidación di' la sociedad (letra b). Se trata tanto de una manileslaciún
dd principio de conservación de la empresa, ya que la realización de
operaciones nuevas cobra pleno sentido cuando se pretenda extinguir la
sociedad sin eliminar la empresa (participar en una operación de fusión
o de escisión, transmisión en bloque de la empresa). como de una
norma que busca una liquidación eficiente".

En todo caso, las nuevas operaciones han de ser necesarias para la li­
quidación. no siendo admisible una continuación indefinida de la em­
presa social. El sistema legal se apoya en la responsabilidad de los liquida­
dores, a quienes corresponde determinar si y cuándo la liquidación
exige realizar nuevas operaciones. Desde el momento en que el legisla­
dor admite su realización, parece claro que el riesgo no puede recaer
sobre los terceros de buena fe. quienes podrán hacer valer contra la so­
ciedad los derechos adquiridos al contratar con los liquidadores, como
órgano de representación de la sociedad (arts. lI2.~ y 6:,,2). Los liquida­
dores serán responsables frente a la sociedad, frente a los socios y fren­
te a los acreedores sociales por los daños causados por su actuación
(arts. 114 \' 69).

La se~unda de las facultades atribuidas a los liquidadores para facili­
tar las operaciones de liquidación es la de «majmar los bienes sociales,.
(letra d) 1"'. Se trata de una facultad necesaria para la realización de la li-

i": Aunque el texto, como la 1.<') de Sociedades Anónimas, alude al pago, es, sill em­
bargo, admisible el recurso a cualquiera de los Jubrogrulm del cu.mplimiento de la obliga­
ción. entre los que SI;' menciona únicamente la facultad del deudor (la sociedad) de con­
signar el importe de los créditos (arts. 120 y 121.1». l.a consi~nación. a falta dt, norma
especial. se someterá, en todo caso. a los presupuestos y requisitos establecidos en el Códi­
~o civil (arts. l. I 76-1.1 81). En particular. la consignación produce un efecto extintivo de la
obli~ación (art. 1. I80.1 ce).

lO.' V. LRL\, ME~fsnF.z y Bn:rRJ\N. Comentario. pp. 150-152; EI7.-\Ct:lRRE. Comentarios.
pp. 172-175.

lO' En este punto se aprecia una clara falta de sistemática de la Ley. porque la facultad
de enajenar los bienes sociales se regula. en realidad, en la norma relativa a la cuota de li­
quidación (art. 119.2).
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quidación, porque normalmente habrá que vender los bienes; pero no
de UlI deber inexcusable de los liquidadores!"". En efecto. conforme a la
Ley, la enajenación no será necesaria si concurren dos circunstancias:
que la sociedad cuente con liquidez suficiente para satisf~iCer todas sus
deudas \' que el reparto entre los socios del patt-imonio resultante de la
liquidación deha hacerse en especie. Mientras la primera circunstancia
no plantea problemas específicos, pues los liquidadores están autorizados
/1111' lr)' para em~jcllar cuantos bienes sean necesarios para pagar a los
acreedores, de modo que ni los estatutos ni la junta general puedan li­
mitar sus b.cultades. la segunda obliga a afirmar que los socios, en los es­
tatutos o por acuerdo unánime, pue(i<'n limitm; e1l el orrfm intrmo. fa .fa­
cultad de enajf'1Ulcián de los liquidado]'fsll". Buena prueba de dIo es la
afirmación legal de que. cuando los estatutos establezcan en favor de
uno o más socios el derecho a que la cuota resultante de la liquidación
sea satisfecho mediante la restitución de sus aportaciones no diner¡.u-ias
o mediante la entrega de otros bienes sociales, l.os liquidadores deberán
rnajenar ni prirner lugar los derruís bienes sociales (art. 119.2: \-. in/m). En
todo caso, las en~ienaciones realizadas por los liquidadores ser¡'ln efica­
ces frente a terceros, vinculando a la sociedad, porque ésra no puede li­
mit.ar frente a ten-eros las f~lCuhades representativa,; de los liquidadores
(arlo;. 112 y 63).

Fuera de esos casos, los liquidadores gozan de un amplio margen de
libertad para llevar a cabo la en~jenacióll :<i~. Así, puede realizarse al con­
lado o a jJlazo, pues la liquidación de la sociedad no es inconveniente
para las ventas a crc'dito, si bien los liquidadores no podr,í.n conceder

,.., Así. r('soluciolles dt· la Dlrecciúll (;ellt'I~IJ de los Rt'¡.,';stros v del ~ol<lriadCl tlt- U de ft-­
hren. dt· IYHli v \?6 de ellelO de I!H1: LRL\. \1f'F'IlU v HEI.TR\\. COIllt>Il(ario. pp. 1",7-1:,9:
(;\Rl:IA I.LF'«;O. Birentenario La 1-l1~ma. I. pp. :l:\9-:~6:). pp, :F.H-:F,9. V.. sin emhargo. sell­
1(,lIcia del Tribunal Supremo de I de man:o de 191'(\; EII-·\t;lIRRF, COlllell(anm. pp. 171}'17H.

'". No puede irse más allá v afirmar que los liquidadores necesitan autoril.aciún o apro­
bación de la junta gencral para la enajeuac¡úu dc bienes cuva única finalidad sea la divi­
sión dd patrimollio entre los socios. Así lo ha seüalado la resolucióu de la Direcciúu Gene­
ral cit' los Registros v del ;-"¡olariano de ~6 de euero oe 199·1; '1m', sin embargo, basa su
decisión en el hecho de que el anlt~rdo ei<- disolucióu .. ¡¡¡cuila expresameult' a los liquida­
oores l><lra vender los bienes sociales en la forma más favorable a los intereses dt· los so-

,,,; Los liquidadores pueden incluso decidir apmtarlos bienes inlegranles del activo so­
cial ~I otra sociedad (anúnima. sobre lodo), n~dhiendocomo contraprestación acciones de
éSla (dr. l!RÍA. ME"ESIlEl. y BE1.TRA'. Comentario, p. 157). La al)(Jltarión no es sino una
lúrma de enajenación. que puede tener una clara finalidad liquidaloria, \,a que normal­
menle ser~i más f.kil la transmisióu de las acciones para repartir entre los socios d produc­
lo de la venta o incluso será posible repartir entre los socios dichas acciones en concepto
de división del patrimonio.
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plazos que prolonguen excesivamente el período de liquidación!""; pue­
den enajenarse los bienes sociales individualmente () ro blof/lu"", v, lo que
es m:ts importante. la Lev. acertadamente, no contiene la exigencia de
suhasta !níblim para la enajenaciún de bienes inmuebles (v. ari. 2i:.?d)
1.5.-\) 1i". Para la garantía de acreedores v socios. basta la imposición de
responsabilidad a los liquidadores que en(~jenen de modo inadecuado
lns bienes sociales, sean muebles o inmuebles l !:.

R) Cesiún global del activo y del pasi\'o

Las operaciones de liquidación se pueden abreviar considerablemen­
te a tran?s de la cesión global del activo \. del pasivo: la conclusÍún de los
contratos pendientes. el cobro de los créditos v el pago de las deudas se
producen autom:tticamente transmitiendo todo el patrimonio social. La
cesión global del activo v del pasivo no excluve la liquidación (v.. sin em­
bargo, arl. t66 LSA). sino que la simplifica considerablemente: halance
inicial y balance final podrán aprobarse simultáneamente y tan sólo
resta repartir el precio de la cesiún entre los socios v cancelar los asien­
tos registraks de la sociedad. Se trata, pues, de una forma particular de
liquidaciún del patrimonio \' no de una In/na 11ía de extinción oe socic­
dades. que se colocaría al lado de la fusión o escisión total v de la disolu­
ción-Iiquidación: 1,. De acuerdo con e\lo, la Ley regula esta materia ine­
quívocamente dentro de las operaciones de liquidación del patrimonio
(art. 117)' l' V exige que en la escritura pública de extinción consten las

,.• Cfr. l·RI.\. \IF"-L"-lHi' \. BEURA', Com~nlario,p. 1;'7.
'.,. \'. l·,u\. \1.F'E:\IlFI v BFI.rR":\, Commlario. p. I')~: EII.-\Cl IRRf, (;Onli?ltarios. pp. Ikl-lK~
O·" Esta limitaciúu. que tiene su origen ('ll ulla arcaic\ concepciún cid mayor valor de

los bienes iumuebles. resulta hm ll1anifiestamenlt· criticable: no súlo porque puede habe!
bienes muebles con m¡Ís valor. SIllO sobre todo porque "(,(1I110 la expcrieucia demut'str,¡- Ll
\t.'nta en pública subast.a sudt, depreciar el \'01101 de los hienes COIl el siguiente c1;uio dt,
acn'coo(,(-s v socios (\'. t·RI\. MF'F.'-IlFl \ BU.IR·". Coml'nlano, pp. 1;'2-1;'.~: EIZ:\l;tIRRF,
Cmn,rnlario.l. pp. 17ioi- J 79).

,:. '\0 l!<Iv tampoco límites respecto del adqllirentt' de los bienes enajenados: podrá ser
Illl lucero o uu socio, t' incluso alguno de los liquidadores. ~tJ está prohibida la aulo[oT/­
1m/ación. si bien. daro ('st:¡, podr:¡ ser- fuente de responsabilidaoes.

": Así. resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 22 de
junio de 19HH y ~1 de Iloviembre oe 19H9: L'RÍA, :-.fE>;F:\DEZ v Bn.rR·\:\. Comentario. pp. 106·
107: ElZ\(,tIRRE. Cornrnlm-ios. pp. Wioi-I lO.

'" :\sí. BU.IR,\.'. ell AA VV. Reforma, pp. RkO-HRI; conformes, CABA>;AS, (;AI ..\\'IA v MA­
UlADO. RIN, 1994, p. n: Mt·';'ol. MARTl:\, RilS. 9'l. p. 5:;7. V.. sin embar¡.{o. diferentes valo­
raciolles ell VIUSI, RG/), 1994, pp. 561 (¡-:>óll; SA"CHE7,PAROI>I ... La liquidación", en RdS,
19~14. núm. eXII.. pp. 573·5H9. pp 575-:>76: L\l.:\RO.• 1..a fusióll. escisión)' cesión global de
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mismas manifestaciones de los liquidadores que en cualquier otro su­
puesto de liquidaciún (arl. 121), con la obvia diferencia respecto a la sa­
tisfacción de los acreedores (art. 121.b).

La rompptertl'ia para acordar la cesión se atribuye ti la junta w'neml,
como órgano supremo de la sociedad. porque se trata de un supuesto
muv peculiar de liquidaciún, El acuerdo, que puede ser simultáneo o
posterior al de disoluciún de la sociedacF', debe ser adoptado con los re­
quisitos y la mayoría establecidos para la modificación de los estatutos""
\ debe fijar las condiciones de la cesión (art. 117.1) 'it,.

La transmisión puede realizarse a uno o varios terceros o a uno o va­
rios socios. En el segundo caso, parecen ron/imdúv las dos fases de la li­
quidación de la sociedad: liquidación y división del patrimonio. Hav qUl'

tener en cuenta. sin embargo, que los socios actúan en este caso como
tCTct'J'(lS, por lo que deberán participar. adenlás. en el reparto del patri­
t!lon io social.

El acuerdo de cesión se publicar;\ el1 el Boletín Oficial del Registro
\krcantil v en un diario de gran circulación en el lugar del domicilio so­
cial. En el anuncio se harán constar la identidad del cesionario v los de­
rechos ck los acreedores de la sociedad cedente \. dd cesionario o cesio­
narios de obtener el texto Íntegro del acuerdo de cesión \' de oponerse a
la ccsiún. La cesión no podrá ser realizada antes de que transcurra un
Illes, contado desde la fecha del último anuncio publicado. Durante ese
plazo, los acreedores de la sociedad cedente y del cesionario o cesiona­
rios podt'án oponerse a la cesión en las mismas condiciones v con los
mismos efectos pre"istos para el caso de fUsión (ar!. 117.2 y :~)117. Como

'KlÍvo \' pasivo en el Prm'('(\() de Lev de Sociedades de Responsabilidad I.illntada». eJl :le.
199,1. pp. fi()9-ti2:~. p. ti 11.

'" La cesión g-Iobal dd activo v dd pasivo, ('n tendida COIllO forma de Iiquidaciún del
patrimonio, cxige la disolución de la sociedad -.11 ¡gll.11 que Sil eficacia S(' subordina a la ex­
tinción-; pero JlO ha\' inroll\'cniente .lIguno el1 adoptar simulljllt'alllen!e los aeundos de
disolurión y de cesiún global como tampoco lo ha\' en qllt' la misma escritura pública do­
ClIlTlellte d acuerdo de disolllciún \' la cesión global.

"" Cuando la contraprcstaci'-lIl (h- la cesión no sea dinerari,t, el anICrdo de cesiún de­
berá ser aprobado por todos los socios (ar1. 119.2), \' lo mismo sucedcrú si se aplaza el
pago dd precio. ya que, e!Honces, S(' adjudicaría a los sorios el cr{'dit<J (Ollll';\ el cesiona­
rio: \'. RO\'IR:\. "La ccsiún global dd activo y (icl p,tsiVl) en la l.ev de Sociedad('s ti(' Respon­
sabilidad Limitada". en prt.'nsa (texto mecanogratiado bcilitado por d aUlOr), p, 12.

"., Parece ló~ico ent(~ndtT que el socio tendrá derecho a examinar el texto íntegro de
las condiciones propuestas para la cesión (art. 71.1.1 in fine). aunque no se O'ale de IIna
modificación estatutaria en s('mido estricto.

'" El problema más grave con el que debía enfrenl~lrse la l,('y era el relativo a la tutela
de los acre.edores. para lo cllal existían dos opciones: seguir las normas de la fusión, pn'­
viendo Sil derecho de oposición. o exigir Sil conscntimiento individual (an. 1.:!O~l C(:).
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en caso de reactivación, será aplicable, por el juego de las renUSlOnes
(ans. 94 L5RL y 2:H LSA), el artÍCulo 166 de la Ley de Sociedades Anó­
nimas (Y., su./na). A la legitimación de los obligacionistas (v. arlo 243.3
1.5:\) alude expresamente el Reglamento del Registro Mercantil (an.
242.23.ª) .

El Reglamento del Registro Mercantil establece que la cesión se hará
constar en escritura pública otorgada por la sociedad cedente y por el
cesionario o cesionarios (an. 246.1) Y que en la inscripción se harán
constar, ademá" de las circunstancias generales, la fecha de las publica­
ciones del acuenlo de cesión y todo lo relativo al derecho de oposición
(art. 246.2) 11".

La Lev dispone. en fin, que ,da eficacia de la cesión quedará supedi­
tada a la inscripción de la escritura pública de extinción de la soci(.'dad"
(art. 117.4) 11".

C) Insolvencia de la sociedad durante la liquidación

Dispone la Ley que, «en caso de insolvencia de la sociedad, los liqui­
dadores deberán solicita)', en el término dt, diez días a partir de aquél en
que se haga patente esa situación, la declaración de suspensión de pagos
o de quiebra, según proceda,. (an. 12:) 11". Hay que señalar, ante todo,
que este deber existe también para los administradores en el período de

(:on buell critt'l"lo. el tt'xto SI' iuclill,\ por la pri/llera. facilitando así Lb transnlÍ,iOJI('~.

como llna clara Illanikstaciún dt'l principio (k COllst:rvaci¡"1l de la (·lIlpre~.

", Lon csa norma, se pretende. una \'el más. t'xtt'IHier la solu('Íón cxpresam('ntt' prt­
\isla para hLS sociedades d(" responsabilidad limitada a las sociedades anÍlnimas; pero. al
prever una escritura distinta de la oe t~xtinrión (ans. 117.4 Y 121 I$RL JI 247.2 RRM). com­
plica inneresarianwntt' la opcraeiún de ccsión de la sociedad de responsabilidad limitada,
exigiendo dos escrituras) dos instTip<ioues.

.'. La regulación del Antepro\'t'Clo sto completaba con otra norma de IUlcla de los acree­
dores sociales, qLle trataba de asegurar el cumplimiento de los rt'quisiloS exigidos. pt'l'O
qlle parecía partir de la bast" dt' la continuación dc la sociedad ccdente: en ca.so de inculll­
plimiento oe cualqui('[a de los rt~quisitos cstabkcidos para la transmisillIl .•<Ia cesión no
afenará a los acrcedores quc lo fueren al tiempo ele la misma v el ct'sionario responderá
solidariamente ron la sociedad de las deudas objeto de la cesióu~. La lIlodífkaciún final­
mente I't'alizada es acertada. porqut' deja claro que la cesión global del activo JI del pa.'ivo
<kbe conducir, como toda Iiqnidación, a la eXlÍnciún de la sociedad.

,'" Se toma de la Le\' de Sociedades Anúnimas el discutido y discutible delx:r de los li­
quidadores de instar la ~uspensión de pagos o la quiebra de la ~o(Íedad cuando sea paten­
tt' su insoln'nria, lo que ha sido considerado. con razón, un ..error persistente .. (cfr. R%.
RU)I. 1~~::I. pp. 1505-1:'>(6).
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\'ida activa (v STS ] 3.~.1990), por lo que sería aplicable a los liquidado­
res sin necesidad de norma expresal~I,

Además, la expresión final ("según proceda») genera confúsiones,
porqut' parece obligar a los liquidadores a pedir la suspensión de pagos
cuando exista prpinsolvt'ruia. lo que no puede admitirse: no sólo porque
este procedimiento se concibe corno un bmf'jicio del deudor (arts. 870­
87] CCo. y LSP), sino también porque la exigencia dt' instar la suspen­
sión de pagos en el plazo de diez días desde que se haga patente la situa­
ción de insolvencia es difícilmente compatible con la facultad de los
liquidadores de enajenar los bienes sociales y obtener la liquidez sufi­
ciente. La exigencia legal queda en una mera declaración de intencio­
nes, pues no pedir la suspensión carece de sanción. La norma sólo obli­
ga, pues. en relación con la quiebra, es decir, cuando exista insolvencia y
se haga patente.

El precepto adquiere así mayor claridad y se descubre su verdadero
fundamento: permitir a la sociedad solicitar la suspensión de pagos aun­
que se encuentre en estado de insolvencia. evitando que los acreedores
soliciten la quiebra y f~lCilitando la liquidación patrimonial por la vía
menos u'aumática v costosa de la suspensión de pagos, En los casos de
insuficiencia patrimonial, la sociedad debería instar su quiebra; pero el
legislador -<:onsciente de las ventajas del expediente de suspensión- le
permite acogerse a ese beneficio!!!.

Así pues, la sociedad puede pedir la suspensión de pagos en los casos
en que existiendo pau'imonio suficiente para hacer frente a todas las
deudas, prevea la imposibilidad de pagarlas a su vencimiento, porque no
resulte conveniente o eficiente la en~jenaci{¡n precipitada de los bienes
sociales. En el momento en que se haga palpnle la insolvenria, es decir, la
incapacidad del patrimonio social para satisf~lCer todas las obligaciones.
los liquidadores están obligados, en un plazo de diez días, a pedir la aper-

'O, En eli.·cto. la quiebra y la suspensión de pagos son procedimientos de satisfacción
de los acreedores en los casos de crisis económica ele la sociedad. que debnán abrirse
siempre que se den lo~ presupuestos legalmente exigidos. con independencia de que la so..
ciedad se t'ncucntre ('n fase activa () en per-íodo de liquidación.

'" En todo caso, ese deber no puede considerarse una manifestaciún concreta del
-/TIa, que discutible- deber del deudor insolvente de manifestarse en estado de quiebra.
En primer lugar. porque los liquidadores pueden instar tambi('n la suspensión de pagos.
lo que relativizaría clarament(' ese deber. En segundo lugar, \' sobre todo, porque no se
tI-ata ahora de un deber impuesto al deudor. sino a su órgano de administración frente a
la propia sociedad, de suerte qut' su incumplimiento no puede ser sancionado desde una
perspectiva concursal (la quiebra no podría caliticarse como culpable por eS(' simple
hecho). sino societaria: generaría una acción de responsabilidad contra los liquidadores.
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tura de un procedimiento concursa!; pero pueden o/)tarentre solicitar la
suspensión de pagos o la quiebra.

El otro significado que puede darse al precepto es el de modifimr d
árgano mmf>dentl' para solicitar la suspensión de pagos o la quiebra. Si en
su Llse acti\a, se exige que la junfa gP7wral-<'on\"()cada antes de la solici­
tud- ratifique la solicitud del árgano df' administmrián y rrjJre.vnlarión
(ans. S73.III C.Co. v 2.5 .... LSP), en la fase de liquidación será suficiente
con la solicitud de los liquidadores, en cuanto órgano de administración \
representación. En el período de liquidación la solicitud es un acto debi­
do. por lo que no hay raz(m para exigir la ratificación de la junta gennal.

5. 1:1 hal.tm(f final

La Lc\' de Sociedades de Responsabilidad Limitada \11el\"<, a separar­
se del Código de Comercio \ aproximarse a la Ley de Sociedades Anl'mi­
mas (arts. ~74 y ~7:») él la hora de marcar el final de las operaciones de
liquidación del patrimonio social, exigiendo como presupuesto de la di­
visión del patrimonio social entre los socios la aprobación por la junta
general de una documelltdciún específica (art. 118)1;". Con ello se pre­
tende que quede constancia contable de todas las operaciones de liqui­
daciún patrimonial, que quede fijado el estado patrimonial de la socie­
dad en el momento en que sus relaciones con terceros han quedado
extinguidas \ que se determine el patrimonio social repartible y el dere­
cho que a cada socio corresponde sobre dicho patrimonio.

La Le\' de Sociedades dt, Responsabilidad Limitada no se limita a re­
producir la norma de la Ley de Sociedades Anónimas'~'¡, sino que intro­
duce sig-nificaLÍ\'as mejoras:

A) La expresión «terminada la liquidación» se sustituye por la más
correcta de «concluidas las operaciones de liquidación», ya que es evi­
dente que la liquidación de la sociedad aún no está terminada. pues hay
que proceder a la división del patrimonio entre los socios y a la cancela­
ción de los asientos registrales de la sociedad.

," Se trata del único supuesto el1 que se exige que la Junta general aprueb(' documen­
tns contables durante la liquidaciún. porque se estima que corresponde al órgano delibe­
rantt' de la sociedad ccnar un período de la vida social, sin que ello prejuzgue el derecho
indi\'idual del socio a la cuota de liquidación.

'" S"hre el halance final en las sociedades anilnimas, v. GIRÓ~. Sociedades A.nónimas.
pp. :,H9-59I ; t'RL\, MI"EM)FZ \. BFI TR,.i,:-,:, Comentario, pp. 176-1 H.'i; EI7N;l'IRRE. Comento­
nos. pp. 191-199; ZI·'wl'Ecn. RDRR. 1992, pp. 4%-:;21.
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B) El bal.anO' debe ir acompañado de un informe completo sobre las
operaciones de liquidación \' de un jJrow'clo dr r!ivisián entre los socios
del activo resultante.

e) La exigencia de que {'I balance final. debidanll'lHe aprobado. se
publique en el Boletín Oficial del Registro \krcantil v en uno de los
periódicos de mayor cin:ulaciún en el lugar del domicilio social (v.
art. '2i:>.l LSA) , que es puramente informati\'a, se sustituye por la de in­
corporarlo a la escritura pública de cxtinciún (arl.. 121.11) t:'"

D) Al prever que "el acuerdo aprobatorio podrá ser impugnado por los
socios que no hubieran votado a favor del mismo, eJl el plazo de dos meses
a contar desde la fécha de su adopción" (arl.. 1IH,'2), la Lev de Sociedades
de Responsabilidad Limitada delimita corren.anlt'nte el dnn'ho di' imjm¡:­
mu-iáni.", En etéeto, queda claro que el Objf'/() de la impugnación no es d
balance final, sino el flt1lRnio de aprobaáúl/ de los oocumentos de los que se
desprende la cuota que corresponde a cada socio. Se trala, pues, de un su­
puesto ot.' impugnación de acuerdos sociales. si bien especial.

La esjJfrialidad radica en dos cuestiones fundamentales: la restricción
ele la legitimación activa y la fijación de un plazo único para la impugna­
('iún. En d'eno, sólo están legitimados para t~iercitar la acción dt, impug­
nación los máo,\ que l/O j¿a)'an votado {J favor dI'! (1nIPrdd,7, 10 que se tra­
duce en dos consecuencias claras: que los arreedores sori(Jle~ no podrán
impugnar el anl(~rdo aprobatorio del balance final, aunque no hayan
sido satisféchos, y que, si el acuerdo social se adopta por unanimidad, no
ser;! posible su impugnación v podrá pasarse inmediatamente a la diYi­
sión dd patrimunio social.

En fin, para la acción de impugnación del acuerdo se prevé un /Jlazo
(de caducidad) único de dos rTU'SIJ.\ a contar desde la fecha de su ad()pción!~"'.

,"', En I¡L~ socit'dades anónima.s la exi~enci<t d(' dohle puhlicaciún dd balance tinal (an,
~75.1) puede retrasar la cancelación de los asientos Icgistraks ('JI SUpllt'SIOS dc aplOhación
uJünime dd balancc final (así, RI)(~R' :~O,~,199:\)

'C', Se solucionan ¡L~í los prohlemas derivados del sistcma pn'visto 1'01 la Lev dc SocÍe­
dade~ Anónimas para concili¡u la protccciiin cid derecho dd socio a sn cuota dc liquida­
ción con d intcrés g('neral a una liquidaciún ágil y rápida (\, ROlO, RU)!, 199:~, p, 15(l;\:
BH,rR.\~, en Reform.a. p, 88:1), La norma de la Ley dt' Sociedades Anónimas. según la cual
el -balance podr;í S('r impugnado por el socio que se ~ienta agravüdo. conforme a las nor­
mas de la SecciíJll st'gunda dd Capítulo \' ck esta l.n. en cuanlO sean aplicahles .. (an.
27:1,2 I$A), ha generado graves dudas interprelati\'aS,

", A~í. R%, ReD], 19!:l~. p. 1503.
0:'" l~t previsión liene hTT¡m tra~ccndencia práClica, porque en las sociedades anónimas

la remisiún en este punto al régimen gt'neral de impugnación de los acundos sociales,
ohliga a afirmar qUt~ la acción de impugnación dd balance nulo ctducará en el plazo de
un aúo, salvo qUt' por su causa () contenido resultare contrario al oY'den público (\" gr.. ex-
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6. La división dPl patrimonio social

A) Presupuestos

La liquidación de la sociedad exige la eliminación de las relaciones
jurídicas con terceros -liquidación del t)(ltrimoni~ y de las relaciones con
los propios socios -división del patrimonio-o Se trata de un proceso inver­
so al de la ronstitución de la sociedad a través d(~ las aportaciones de los
socios, en el que se hará definitivamente actual el derecho de los socios
a participar en las ganancias sociales (ans. 116 C.Co. y 1.665 C(:) o el
riesgo de soportar las pérdidas hasta el límite del capital social, es decir,
el df'redw a la mola de liquidación"•·.

Dos son los presupuestos de la dÍ\'isión entre los socios del patrimonio
resultante de las operaciones de liquidación. En primer lugar, el trans­
curso del plazo para impugnar el balance final sin que contra él se
hayan formulado reclamaciones o la firmeza de la sentencia que las hu­
biere resuelto (v. arto 121.a, respecto a la escritura pública de extinción).
La regla, que no se formula expresamente (v., por el cOlllrario, art.
276.1 LSA). es perfectameme congruente, porque el plazo para dicha
impugnación es breve y determinado (dos meses) l"".

La Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada no fija, en cam­
bio, plazo alguno para el pago de la cuota de liquidación, limitándose a

c!usiún de un socio de toda p,lrticipación en las gall<lIlcias). y la del balance anlllabk'. a los
cuarenta días. a contar en ambos casos desde la puhhcación dd halance en el Holetín Ofi­
cial del Registro \fercantil (art. 110 l.5A) , lo que gellera graves inseguridades y obstaclllil.<l
el final de la liquidación social (v. URiA. ~E:-\E"mz v BE.l.T1W". Comentario, pp. IH3-1H4).
La determinación concreta del plazo de impugnación de! halallce satisface e! interÍ"s de
todos los socios sin dilatar innecesariamente la vida social. El plazo de dos mest's parece
adecuado teniendo en cllenta que no se atribuye legitimación a los acreedores soriales.

l." l.a discusión acerca de la naturaleza del derecho a la cuota de liquidación forma
parte del debate más general sobre la exigencia del ánimo de lucro. Quienes consicil:ran
necesario ese requisito. al amparo de los artículos 1.16!"> del Código Civil y 116 del (:ódigo
de Comercio. configuran el derecho a la cuota de liquidación como un (krecho irrl'nun­
riable e inderogable (CRiA. ME:-\E'\DEZ y Bu.TR,·"'''.;. CotTlmtario. pp. 19:~196). Por e! contra­
rio. quienes estiman que el ánimo de lucro no es requisito esencial de I'sla.S sociedades no
\"en incollvl'niente en admitir uua cláusula eSla.tutaria que prevea un dl'stino distinlo para
el haber social (EIL\«CIIuu:. Comentarios, p. ~ 13). o incluso un acuerdo de lajunla general
en tal sentido (CARdA Ln:v;(>. en Bicentenario La Laguna,!. pp. 354-355).

,.. :\0 ohstante. se observan l,ls mismas dudas que en la Ley de Sociedades Anónimas
en cuanto al momento en que los liquidadores podrán proceder al reparto cuando el ha­
lance sea impu~nado. Ciertamente. si la impu~nación se deSl'stima, esa fecha Sl'rá la de la
firm('za d.= la sentencia. Pero si la impugnación es estimada. el balance final y el proyecto
de división quedan sin t'fecto. por lo que será necesario reiniciar el proceso de formación
y aprobación del balance linal (v. URIA, MENf:s,;m:z y BELTR';':-\. Comentario. p. 188).
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facultar a los liquidadores para ronsi{!;nar el importe de las cuotas de li­
quidación no satisfechas y poder así otorgar la escritura pública de ex­
tinción (art. 121.c)I'I. A diferencia de lo que sucede con las deudas so­
ciales, la consignación de las cuotas deber:¡ realizarse judicialmente (art.
I.J 7tU CC).

En segundo lugar, la satisfacción de todos los créditos contra la socie­
dad o la consignación de su impone en una entidad de crédito del tér­
mino municipal en que radique el domicilio social (art. 120). Con tan
tajante norma queda bien clara la prohibición de todo supuesto de re­
parto anticipado: los supuestos de reparto directo y también los de re­
parto indirecto (adquisición de participaciones por la propia sociedad,
reducción del capital con restitución de aportaciones, etc.). La violación
de esa norma produce efectos distintos en función del momento en que
el acreedor reclame l

": si la sociedad no se ha extinguido todavía, el
reparto prematuro no afecta a la posición jurídica de los acreedores,
quienes podrán reclamar su crédito contra ella, sin peljuicio de la res­
ponsabilidad en que pudieran haber incurrido los liquidadores. La re­
clamación deberá dirigirse contra la sociedad y los liquidadores deberán
exigir a los socios la restitución de las cuotas indebidamente percibidas
en la medida necesaria para la satisfacciún de su derecho'>". Cuando la
sociedad ya se haya extinguido. la Le)' concede a los aCH'edores acción
contra los antiguos socios, quienes asumen las deudas sociales hasta el lí­
mite de lo qut' hubieran recibido como cuota de liquidación, sin perjui­
cio de la responsabilidad de los liquidadores (ar!. 1;'?:).2; Y. in/l"(l).

,>, Corno es sabido. la Le~ de Sociedades Anónimas fija UII !/Iaz.o de novellta dí,l.S para
la reclamación de las cuotas dt' liquidación por los socios. al objeto de facilitar la cancda­
ciún de los asit'l1lOs re~islrales, transcurrido el cual. impom' <1 los liquidadores el deber de
consi~uar las cuotas no reclamada.s en depósito en el Banco de EspaJia o en la Caja (;enc­
ral de Depósitos a disposición dt' sus Iel{ítimos dueños (an, 2iti.2 U;A) , Es cierto que la
disposición de la Ley de Sociedades Anónimas plantea importal1les problemas interpretati­
vos; pero 110 lo es n~ellos que resulta necesario arbitrar un procedimiento que garantice a
todos los socios el t'jercicio de su derecho a la cuota de liquidación v permita la cancela­
ción de la sociedad aunque al~una cuota no pueda ser pagada, Así. aunque esa misma in­
terpretación pueda dt'ducirse de lo disput'sto en el artículo 121.c) de la nueva Ley. dehe­
ría habt~rse previsto {'xpresamente que si t'n UII plazo determinado (que podría ser dt'
un mes) a contar desde que el reparlo sea posible, no se reclamaran Ia.s cuotas. los liqui­
dadores deberán consi~narlas. Producida la c(}nsi~lIaci{¡n, la sociedad quedará liberada
(an. 1.1 76 Ce) Y podrá extinguirse. , '

'" V. tiRiA, MD:F'.:'>óDF.Z }' Bn,rR..\s, Comentario, pp. HJ4-IY5; Eil"~(;l'IRRE, Comentarlos.
pp. 209·212.

OH Cfr. DF. tJ\ CAMARA. Estudios, 11, p, fiól; PAz-ARES, Comnttario. pp. 1:)21-1~22; lIRiA.
MF.~FN[)I::.Z y B~:L'rRÁN, lAJrTU'ntario. p. lY4,
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B) Cuota de liquidación. La división en especie

Para la dt"terminación de la cuota de liquidación deben scg-uirse una
serie de reglas. En primer lugar. es claro que se trata de un derecho de
todos los socios. por lo que ni los estatutos ni la junta general pueden ex­
clu.ir a un socio o a un grupo de socios de la participación en el reparto,
porque ello equivaldría a excluirlo de la participación en las ganancia.; o
en las pérdidas. supuesto prohibido por el artículo 1.691 del Cúdigo
Civil'\'.

En segundo lugar, establece la Lev que "salvo disposición contraria
ele los estatutos sociales, la cuota de liquidación correspondiente a cada
s(ICio ser,! proporcional a su participación en el capital social .. (art.
119.1). l,a indudable exigencia de /,m/JOráoTlalidad en el reparto, como
una manifestaciún m:ts del jJrinripio de /)aritiad dl' trato, no obstaculiza.
sin embargo. la existencia de pri\ilegios o desigualdades en el derecho a
la cuota de liquidación atribuioos por vía estatutaria (v. tambi¿'n, art. :).1

in jinf). Si nada oicen los est.atutos, b cuota de liquidaciún será rigurosa­
mente proporcional a la participación de cada socio en el capital socia\.
sin distinguir ni tan siquiera entre capit~l1 y resultadosJ"J"'.

En tercer lugar. el derecho del socio a participar en el patriIllonio re­
sultantc de la liquidación se traduce, por regla general, en una pn:ten­
sión a una sllma de dinero. Esa es tambi{'n la hipótesis normal prt'\'ista
por la Ley (ari. 119) y congruente. además, con el carácter capitalista de

,,' Supuesto distinto c:s (,1 de la priva< iÚJI de <'slt· d('ITch, 1 -\' su atrihuciún proporTJ(ln.11
a las restantes pal'ticipacioll<'S- .1 ).¡s participacioJles poseída, por la propia sociedad o por
una tilial (an. 41.:1: Y. arr. 7~1.1 '.I1IS\)

.'-. Y., COIl Clrácll~r gener'l!. C.·\II.<.Í.\ l.ns( ,(l, Bia'ntl'1lllrlo La Laguna,!, pp. :~;'t~~.')H.

LI ('xigencia de que las participaciones sociales estén íntegramente desembolsadas permi­
te ohY'iar los inCllll\{'nicnlt's qu(' se plant('dn en las s..¡-¡edade.s Jnúnimas cuando las a(cio­
IlC'S no esti~n desembol.sadas en la misma cuamía (an. 27H.2.2' L':iA; v. UII.IA, ME~~'nu v
BurR-'-'. (;omJ'nlarlo, pp. 201-200: EI7J\CI:IRRF, Comentarlos. pp. 21f,..21R).

"" t'n problema particular ,e presellta cuando exis"Ul panicipaciones usufnJCluadas (1

pignoradas. En caso de 115UfnU'IO, sc est<lblece (an. :~6.:I), por remisiún a l;;¡ Ley de Socie­
dades Anónimas. que el usufructuario podrá exigir del nudo propietal'io una parte dt~ la
cuota de liquidación equivalente al incremell!o de valor de las panicipaciones usufl1.ICtua­
das y que el usufructo se eXlender¡í al resto de la CUOla de liquidación (art. 6H.2 1$,0\). En
todo caso. la norma no ¡¡fécta a las relaciones entre la sociedad y el usufructuario, saly'O

que los estatutos dispon¡{an lo contrario (art. :16.1 in .fine), sino ~nicamente a las relacin..
nes entre nudo propietario y usufructuario, quc pueden reg-ularse de modo distinto en el
título constitutivo del usufructo (art. :16.2).

En caso de pn:nda. corrcsponderá al propietario. salvo disposición contraria de Jos es­
tatutos, el ejercicio de los derechos de socio (art. ~7), )' entn~ dIos el c\e participar en el
patrimonio resultanlt" dc la liquidaciún.
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la sociedad de responsabilidad limitada. El socio carect', pues. normal­
menle, de un derecho a que le sea dentellO el mismo bien aportado, va
que con la aportación el bien pasó a fi)nnar parte del patrimonio social.
\hora bien. como va se ha adelantado, es perfectamente posibl(> la di(li­
\ltÍlI nt f'\/Jf'cif': la Lev admite qtlc los socios acuerdl'n por unanimidad el
¡eparto "in natura» del patrimonio social (arl. 1 EI.~) \. permite que Jos

estatutos concedan a alguno o varios socios el derecho a que la cuota de
liquidaciún les sea satisfecha mediante la rt'slirución de las aportacionl's
110 dine)'arias realiladas () mcdiante la entrega de otros bienes socia1cs
(art. 119.;~)i'\-.

Si el primer supuesto no plantea problt'llIas especiales, pues se parte
del consentimiento de todos los socios en el momento final de la socie­
dad ¡"~o el derecho que puedan conceder los estal utos se rodea de una
"'<Tic de cautelas (art. 119.;-\). En primer lugar. se wbmdiu([ a la cirnms­
l.ancia de que los bienes subsistan en e\ patrimonio social. ya que los Ji­
Cjuirladon><; pueden verse obligados a reali/ar enajenaciones para la satis­
facción de los acreedores. ;\hora bien, cuando eso sll('(>da. se impone él

IllS liquidadOlTs el deber de t'né~ienar con anterioridad los demás bienes
~ociales''1",

En segundo lugar, para hacer posihle el cálculo de la cuota de liqui­
dación correspondielltc a todos los socios, se establece que los biencs
serán apreciados .. en su 7'alor ,.{'ul al tiempo de aprobarse el proyecto de
di\'isión entre los socios del activo result~u1te",

En fin, para ql.lt' el derecho de los demás socios a la cUOla de liquida­
ción no obstaculice la división i11 Ha/um, Sl' prevé que. «si, una \'el satis-

'" Sobre esas mismas posibilid<ldes eu las M'cieda(\es aue·mimas. \. (;IRO'. S0I1l'1iadf-l
Anónima.l, pp. :;9:.1-:,94; m. L\ CA\L\R\. Estudiol, 11. pp. 6:H-6:F,; l'RI\. \fF','IHI \
B¡·I.TRA'. (;oTIIPr¡tmú¡, pp. 199-:.101; EI7\l.IIRRJ. Comelltario.I, p. 211.

Ll Le\ uo alude. eu cunhio. en esta sede al supuesto dt· qlle al~úu socio haya reaJí/.a­
do su aponaciún a tílUlo distiuto del de propiedad (\'. arl. IH.:!), t'U cu\'o caso teudr:l tit'rt·­
eho a la restitucióu dd bit'u cuya propiedad no trausmitió a la sociedad. :'\0 St' trata ahora
de división del patrimonio social. siuo de cumplimiento de lIna obligacic'ln rle la sociedad.
Los bienes deberán st'r tlt'\,udtos tau pronto como su liSO uo sea uecesario para la liquida­
cióu. Los liquidadores no podr¡in euajenal' dichos bienn, sino que debeI'án restituirlos a
su dueiio. En caso de dt'strucciún o d~lerioro del bien. se aplicarán las normas relativas a
la situación dt, que se trate (usufnlClO, arrendamiento. etc), sin perjuicio de Ja responsabi-
lidad de los administradores y/o liquidadoH's en caso de culpa. . '..

'" Sobre la exigencia de unanimi<i<i<1 para el reparto en especie, v. sentenCIa dd 1 ~l­
hunal Supremo de 1 de marzo de 19H:\ y resolución de la Dirección General de los RegIS­
tros y del Notariado de 13 de !e1)rel'O de 19H6.

"" Se trata de una limitación legal a la facultad de los liquidadores que, sin embaql;o.
no puede opone/'se a los terCt~ros de buena fe.
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fechos los acreedores, el activo resultante fuere insuficiente para satisfa­
cer a todos los socios su cuota de liquidación, Jos socios con derecho a
percibirla en especie deberán pagar previamente en dinero a los demás
socios la diferencia que corresponda».

IV. L-\ EXTI1\C1():--;

l. La extinóón d.f' la sOrledad: eSl7itum pública lit> exlincúln
) cancelación d~ los {[simtos rl'gistr(d~s

eno de los mayores méritos de la Ley de Sociedades de Responsabili­
dad Limitada es el de la adecuada regulación de la extinción de la socie­
dad y de las consecuencias que esa extinción provoca'I". En realidad. la
cuestión debe resoh'erse atendiendo a dos cuestiones, íntimamente vin­
culadas. En primer lugar, hay que determinar si para la extinción de la
sociedad es suficiente una lu/uidarión formal, en el sentido de que la ob­
servancia del procedimiento impe¡'ativamente previsto pudiera producir
la extinción, aunque no se hubit.~ran eliminado realmente todas esas rc­
laciones ju¡'ídicas, o si se exige, además, la extinción ':lectiva de todas las
relaciones jurídicas, de modo que la sociedad subsistiría a pesar de
haber cumplido todos lus requisitos formales, incluyendo la cancelación
de los asientos registraks. Existen importantes razones que aconst:jan in­
clinarse por la tesis de la liquidación formal: así, la propia existencia de
un procedimiento imperativo de liquidación, por cuanto no parece IllUY

lógico que, a pesar de cumplir con ese procedimiento, la sociedad no se
extinga. Así, también, motivos de certeza jurídica, ya que la exigencia de
una liquidación ,:!ectiva lleva, de hecho, a una liquidación indefinida,
pues, teóricamente, siempre pueden aparecer nuevas deudas o nuevos
bienes.

Pero para preconizar la tesis de la suficiencia de la liquidación for­
mal, resulta necesario, además, estahlecer varias normas de carácter tui-

,«, Las inct'ftidumhres acerca de la determinación dd mOIn<~nto en que st' produce la
extinción d(' una sociedad v de las consecuencias de dicha extinción prmienen 110 sólo de
la dificultad intrínseca de conciliar los diversos intereses en juego. sino tamhién de la insu­
ficiente normativa legal. Sohre el tema. v. CARLO\;. «La extinción de la sociedad anónima».
en RDP. 1970. pp. IIR-HO; \lE LA CnsrA••Remedios de los acreedores sociales insatisk­
dIOS en la liquidación de la sociedad anónima y promesa de sus socios de asumir deudas
sociales». en l.a l.ey, 1982-2, pp. 191-205; Mt:\;oz MARTÍ'\. Disolución V derecho a la cuota
de liquidación en Úl sociedad anónima, Valladolid. 1991, pp. 411-418. '
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tivo respecto de SOCIOS y de acreedores l4l
• Y esto es lo que hace cabal­

mente la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada, que impone a
los antiguos liquidadores el deber de repartir los bienes sobrevenidos
entn' los antiguos socios de acuerdo con el proyecto de división (art,
12;).1) e imputa a los antiguos socios de forma solidaria las deudas socia­
les no satisfechas hasta e1límite de lo que hubieran recibido como cuota
de liquidación, sin perjuicio de la eventual responsabilidad de los liqui­
dadores, en caso de dolo () culpa (an.123.2) ;".

La segunda cuestión es, consiguientemente, la de determinar en qué
11/omi'nlo del procedimiento de liquidación debe considerarse (definiti­
Véunente) extinguida la sociedad. Ante todo, como la sociedad conserva
la personalidad jurídica mientras la liquidarión se realiza, parece claro
que la extinción no se produce con la disolución y ni siquiera con la
aprobación (o firmeza) del balance final, que, si bien cierra la fase de li­
quidación patrimonial, abre paso a la fase de división, que es parte inte­
grante de la liquidación de la socÍedad l

". La duda estriba entonces en
determinar si la sociedad se extingue simplemente cuando carece de pa­
trimonio, por haberse repartido entre los socios, () si es necesario, ade­
más, cumplir la formalidad de la clI1celaciún de sus asientos registrales
mediante la correspondiente escritura pública.

La ley exige que la extinción de la sociedad se refl<:ie en escritura pú­
blica (art. 121). que se inscribirá en el Registro Mercantil (art. 122). Lo
que no ha hecho expresamente es determinar si la cancelación tiene

lO, En elt-uo. las consideraciont's realizadas no parecían suficit'l1les hajo la Lt'y dt' 195~~

para las sociedadt,s de responsahilidad linllada ni lo parecen todavía hoy para las socieda­
des anúnimas (v. CRL\, \lEN¡:sm.z \' Bl.L1RAN, Comen/mio, pp. ~Oi-211; EIZA<,l'IRRE, Comen­
tarios, p. 2~!í). De un lado, es cierto que los acreedores)' los socios insatisfechos pueden
('xi~ir responsabilidad a los liquidadores. pt'ro pan! dIo deben probar que éstos actuaron
(on dolo o culpa ¡{raye (arts. 279 LSA v 2~1 C.Co.). Si a ello se une la posibilidad de que el
patrimonio de los liquidadores St'a insuficientt', se comprenderá fácilmente el estado de
inddensiún de los acreedores \' de los socios. En consecuencia, ü¡ sociedad no sp ('xtinb11U'
con la mnrelación si la liquidación no ha finaliwdo (Y. RRDCRN 13 y 20.5.1992).

11. La Ley no ofrece, en cambio, solu<'Íún al plOblema de la extinciún de aquellas so­
cit'dades que carezcan absolutallwllte de ani\'() " aquellas materialmente inexistentes (Y.
ROlO, R(l)!, 1993, p. 1502; BHTIÜ', en Rpfimna. 1'. H92). l.a norm'l que considera causa
de disolución la inactividad continuada de la sociedad constituirá sólo un medio indirecto
para poner fin a esas sociedades.

lO' Como es sabido, la !.t'v de Sociedades Anónimas proporciona un argumento literal
en favor dt' la tesis de que l~ sociedad se extingue con la aprobación del balance final
cuando establece que. «aprobado el balance Iinal, los liquidadores deberán solicitar (oo.) la
cancelación de los asientos referentes a la socirdad extinguida" (art. 27R), si bien, al
mismo tiempo, considera a los liquidadores encargados de pagar a los socios la cuota de li­
quid.tejón en su calidad de reprt'sentantes de la sociedad [arto 272 g) v h)].
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eficacia (()lIstitutá J([. en el scntido de que la sociedad no puede consi­
derarse extinguida en tanto no exista constancia registral. o si. por el
contrario. tiene una eficacia meramente fin/amliva de una extinción
\a producida con el reparto del patrimonio. Aunque las conseUW/l­
cías prácticas de optar por una u otra tesis son reahnentt' escasas. pue~
se trata únicamcnte de saber si para la extinción de la sociedad cs o
/lO necesaria la cancelación. es decir, si la cancelación constituye o no
requisiw de la extinción. parece que la cancelaciún tiene eficacia
constitutiva: si la sociedad de responsabilidad limitada na("(' como tal
en función de una inscripción registral (an. 11.1 in finr). debt· desa­
parecer del mismo Illodo: súlo lIna inscripciún de esa naturaleza
puede senir para dctcllninar de modo claro en reJaóún con todos los
interesados el IllOITH:'nto exarlo en el que se extingue la sociedad. LI
sociedad cuvos asientos van a cancelarse se encuentra materia/moll!'

extinguida en cuanto que habrú eliminado todas sus relaciones ()lJ

otros sujetos de derechos: pero formalmnllt' se encuentra aún viva: la
cancelación es el remate del proceso extintivo de la 'iociedad. y por
eso Sl' exige que los liquidadores se manifiesten en escritura púhlicl
sobre la liquidación realizada y <¡Ul' soliciten la cancelación dt' lo"
asientos registrales. con lo que entra en juego la labor calificadora del
registrador:~'. En favor de ('sa tesis puede arguIllemarse. ¡,l(it'm<is. que
las normas sobre acti\o \" pasivo sobre\'t'llido (are l2;~) entran ell
jucgo precisamente tras la cancelación de los asientos registrales. Eso
pone de manifiesto no súlo que la socit'dad se encuentra irremedia­
blementc extinguida, pues de lo contrario dichas normas perderían
su sentido, sino, además. que es la cancelación la que provoca la ex­
tinción de la sociedad.

Se explican así las amplias previsiones relativas a la escritura pública
de extinción de la sociedad (arl. 121) v a la cancelación de los asientos
registrales (art. 122) Ir.. El artículo 121 de la Ley prevé que la escritura
pública de extinción de la sociedad. que será otorgada por los liquidado­
res. contendrá, al menos, una serie de manifestaciones de éstos tenden­
tes a asegurar la corrección de la liquidación realizada:

." V. L'RI.\. \1fSE~llf] y BFI.T"R'\."". CmnenLano. pp. 207-:l08; EIL\Cl'IRlU., GmU'71tariOS. p ~24 .

.,. Dichas prescripciones pecan por ddc( to y. sohre todo. por cxceso. Por deférto.
porque. a pesar de lo dicho, sc echa de menos una disposición que seúale expresamc'IlIC
quc la sociedad de rcsponsahilidad limitada se extinguirá con la cancelación de sus asic'n­
tos re¡ristrales. Por exccso. porque estos preceptos son más propios del Re¡{lalTlc,nlO dd Re­
gistro \1ercantil (\". BEITR\". en Reforma. p. 892).
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a) Que ha transcurrido el plazo para la impugnación del acuerdo de
aprobación del balance final sin que se hayan formulado impugnacio­
nes, o que ha alcanzado firmeza la sentencia que las hubiese resuelto. Se
exige que conste también la manifestación de los liquidadores de que
han sido aprobados por la junta general el balance final de liquidación,
el informe completo sobre las operaciones de liquidación v el proyecto
de división entre los socios del activo resultante (art. 247.2. P RRM).

b) Que se ha procedido al pago de los acreedores o a la consigna­
ción de sus créditos, con expresión (añade el artículo 247.2.3.ª del Re­
glamento del Registro Mercantil) del nombre de los acreedores pen­
dientes de satisfacción y del importe de las cantidades consignadas, así
como de la entidad en que se hubieran consignado. Y, en caso de cesión
global del activo y del pasivo, que no existe oposición por parte de los
acreedores o la identidad de quienes se hubieren opuesto, el importe de
SllS créditos y las garantías que al efecto hubiere prestado el cesionario.

e) Que se ha satisfecho a los socios la cuota resultante de la liquida­
ción o consignado su importe. Deberá figurar también el importe de las
C\lotas no reclamada.. (art. 247.2.4.ª RRM).

A la escritura pública se incorporarán el balance final de liquidación
\' la relación de los socios, en la que conste su identidad y el valor de la
cuota de liquidación que hubiere correspondido a cada uno (art.
121.11). Con esta exigencia se trata de que los acreedores eventualmente
insatisfechos puedan hacer efectivo su crédito exigiendo el pago a los so­
cios hasta el límite de lo que hubieran recibido como cuota de liquida­
ción (art. 123.2; v. infm). Añade el artículo 247.3 del Reglamento del Re­
gistro Mercantil que si la cuota de liquidación se hubiere satisfecho en
especie, se describirán en la escritura los bienes, con indicación de sus
datos registrales, si los tuvieran, y se indicará su valor.

La escritura pública de extinción se inscribirá en el Registro Mercan­
til (art. 122.1), por lo que las referidas manifestaciones de los liquidado­
res serán objeto del oportuno control del registrador '4t

'. En la inscrip­
ción se transcribirá el balance final de liquidación y se hará constar la
identidad de los socios y el valor de la cuota de liquidación que hubiere
correspondido a cada uno de ellos, y se expresará que quedan cancela­
dos todos los asientos relativos a la sociedad (art. 122.2; v., también, art.
247.4 RRM).

'''' Por eso. debe mantenerse la regla de que la cancelación no será posible si consta
que exist.en deudas sin extinRUir (RDGRN 28-7-19R6).
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La Ley no se refiere al deber de los liquidadores de conservar los li­
bros de la sociedad (art. ~~O.2 in firu~ CCo.) o de depositar en el Registro
Mercantil los libros de comercio y documentos rdativos a su tráfico (v.
art. 27~ infinl' LS:\). No obstante, el Reglamento del Registro \1ercantil
contiene una acertada norma sobrt> el particular: "con la escritura se de­
positarán en el Registro ~1ercantil los libros de comercio, la corn'spoll­
ciencia, la documentación y los justificantes concernientes al tráfico de
la sociedad, salvo que en dicha escritura los liquidadores hubieran asu­
mido el deber de conservación de dichos libros y documentos durante
el plazo de seis arios a umtar desde la fecha del asiento de cancelación
de la sociedad, o manifestado que la sociedad carece de ellos» (art.
247.5.1 RRM). El (f,1)ósito de libros y documentos, "que deberán relacio­
narse en la escritura o en instancia con firma legitimada» (an. 247.5.11
RRM) es, en realidad, una desviación del deber de cOllsn'lIaáón de los li­
hros de comercio impuesto a los liquidadon:,s en el artículo 30.2 del Có­
digo de Comercio. que se tra'ilada al registrador mercantil (expresamen­
te, art. 247.5.11 RRM) 11,. De conformidad con el artículo 30.2 del Código
de Comercio, el Reglamento permite a los liquidadores sustituir el
deber de depósito por la asunción personal del deber de consen'ación
durante el plazo de seis años «a contar desde la fecha del asiento de can­
celación de la sociedad.>. En fin, no existirá deber alguno -ni de los li­
quidadores ni del registrador- si los liquidadores manifiestan que la so­
ciedad carece de libros.

2. Consemencias de la extinrión

El artÍCulo 123 de la Ley contiene cuatro importantes normas que
no sólo ponen de manifiesto que la sociedad cuyos asientos se hayan
cancelado es una sociedad definitivamente extinguida l

4/C, sino que, ade­
más, permitirán solucionar importantes problemas derivados de dicha
extinción.

,., Es éstt' el único sistema previsto con anterioridad: los liquidadores no están obliga­
dos a conservar los libros en caso de diso)ucibn de la sociedad -<OITlO afirma el artículo
10.~ del Cúdigo de Cornercio-, sino a llellar los libnls mientras se realiza la Iiquidaciún v a
depmitarlos una vez realizada. Su deber de const'I"vaciém se circultscribe. en todo caso. al
períodü de tiempo -generaltnt'nte escas<)- que medie entre la realización del último asicn­
to (art. :~O.I CCo.) yel depÍlsito (art. 2J 2.2 RR~1 de 19!·19). El debe1' d" consrruanón recae.
ell realidad. sobre el regzstrador mercantil. durante un período de seis arios a contar desde
la fecha tic! asiento ti<: cancc!aciÍln ti('la socinlad (art. 212.1 in fine RRM de J9R9).

"oo !\() se trata de regular la rea/Jertura dP la liquidación (como afirma SA!'CIIEz-I'AR()­

111. RdS. 199·1, p. 51-\4). sino. justamente. de lo coJltrario, de evitarla.
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A) Activo sobrevenido
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La primt>ra de las normas (ar1. 12~.1) se refiere al denominado acti­
vo sobrevenido, es decir. a aquel conjunto de supuestos en que. tras la
cancelación de los asientos re~istralesy por cualquier circunstancia -co­
nocida o desconocida por los liquidadores l1

"-. existan bienes sociales
que no hubieran sido repartidos l

"". La Ley arhitra un sistema para e\;tar
que la incorrecta liquidación obligue a reabrir el procedimiento: impo­
ne a los anti~uos liquidadores el deber de (,adjudicar a los antiguos so­
cios la cuota adicional que les corresponda». Aüade el Reglamento del
Re~istro Mercantil que «los liquidadores otorgarán escritura pública de
adjudicación de la cuota adicional él los antiguos socios, que presentarán
a inscripción en el Re~istro Mercantil en el que la sociedad hubiera figu­
rado inscrita" (art. 24H.l) ledo

Se prevé, además, el supuesto de que los antiguos liquidadores in­
cumplan este deber. Para evitar la reapertura de la liquidación, se atribu­
ve a cualquier intt>resado la facultad de solicitar del juez de primera ins­
tancia del último dornicilio social el nombramiento de persona que los
sustituya en el cumplimiento de sus funciones. De acuerdo con ello, el
anieulo 247.3 del Reglamento del Registro Mercantil establece que «en
el caso de que el juez competente hubiere acordado el nombramiento
ele persona que sustituya a los liquidadores para la conversión en dinero
de los bienes \' derechos a que se refiere el apartado primero y para la
adjudicación de la clIota adicional a los anti~uos socios, el Registrador
Mercantil. no obstante la cancelación efectuada, procederá a inscribir el
nombramiento de dicha persona en \;rtud de testimonio judicial de la
resolución correspondient<'».

La «adjudicación» debe concebirse como un supuesto de división
del patrimonio social, aunque sea ¡JOsI mnrelationem. De este modo,
parece eviden te que la obli~ación de los ex-socios por las deudas so­
ciales insatisfechas se extenderá también a la parte de cuota que hu-

i4" Hay que o"iljcar pOI ello la expresión empleada (<<si apar('(:irran bienes sociales"),
que par"ece exi~ir un desconocimiento prcvio rle la cxislencia de dichos bienes.

''", En el derecho anterior, la ausencia de una norma al respecto obligaba a afirmar
que cualquier socio tenía derecho a solicilar la nulidad de la inscripciún de la escritura de
extinción, su cancelación y la consiguiente reapenura de la liquidación, para qut' los liqui­
dadores completasen la división del patrimonio social. Esta es la solución que ri~e todavía
hoy para las sociedades anónimas. Sin embargo, el artículo 24H del Reglamento del Re~is­

tro Mercantil extiende a todas las sociedades la norma sobre activo sobrevenido nmlenida
en la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada.

"'V., sobn' el lema, ROlO, RC])!, 1993. p. 1504.
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biese sido pagada tras la cancelación de los asientos registrales. Por
esa razón, señala el Reglamento del Registro Mercantil que, «presen­
tada a inscripción la escritura, el Registrador Mercantil, no obstante la
cancelación efectuada, procederá a inscribir el \'alor de la cuota adi­
cional que hubiera correspondido a cada uno de los antiguos socios»
(art. 24~.2) !,,~.

B) Pa.<¡ivo sobrevenido

La segunda norma (art. 123.2) trata de solucionar el problema del
pasivo sobrevnzido, es decir, de que, tras la cancelación y por cualquier
circunstancia -conocida o desconocida por los liquidadores-, existan
«deudas sociales no satisfechas»!"'. La solución es lógica: la sociedad se
considera extinguida aun cuando hayan quedado acreedores sin satisfa­
cer y los antiguos socios a<¡umen esas deudas ha.<¡ta el límite de lo que hu­
bieran recibido como cuota de liquidación. Hasta el momento de la can­
celación, los acreedores sociales insatisfechos {'onservan acción frente a
la sociedad, porque el reparto prematuro del pat.rimonio no les es opo­
nible (v. sU/Jra). A partir de ese momento, extinguida la sociedad, su ac­
ción deberá dirigirse contra los antiguos socios, quienes asumen ex /RW'
las antiguas deudas sociales, convirtiéndose en obligados directos frente
a los acreedores socialcs lH

•

La obligación tiene carácter solidario (arts. 1.144 y 1.145 CC), pt'ro
se limita, corno una manifestación e\>idente del principio de no respon­
sabilidad de los socios por las deudas sociales (art. 1), al valor de lo reci­
bido como cuota de liquidación.

,-., Sobre esa cuestiún, \'. ROJO, Rfl)!, 199~, p_ l:l04.
,',' Corno en el ca'iO alllerior, la falla de una norma similar en el derecho anterior obli­

gaba a afirmar que el acreedor debía solicitar la nulidad de la cancelación de los asielllos
rq~istralesde la sociedad y la consiguiente reapertura de la liquidación: los socios de!Jt,l'Ían
devolver las cuotas indebidamente dislribuidas y los liquidadores, pagar a los acreedores
insatisfechos. Esta es también la solución para las sociedades anónimas (cfr. URíA. Mf.~E~­

DEZ y BELTRA!\, Corn.entario, pp. 210..211; EI1N:L'rRRE. C.mnentarios, pp. 210-212). Para la po­
sibilidad de acción directa de los acreedores conu-a los socios, v. DE LA C-\MARA. Estu.dios,
pp. 661~fi5; BL.A~QI'ER,RoJl, 1991, l. pp. 536·537.

;e•• V., sin embargo. las reticencias de URjA. Derecho Mercantil (22.' ed), Madrid.
19%.
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C) Responsabilidad de los liquidadores
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La Ley se preocupa de ailadir que la obligación de los antiguos so­
cios de satisfacer las deudas sociales que hubiesen quedado pendientes
se entiende «sin perjuicio de la responsabilidad de los liquidadores en
caso de dolo o culpa» (art. 123.2). Extinguida la sociedad, los acreedo­
[t·S no sólo podrán exigir el pago a los socios, hasta el límite de lo qm'
hubieran recibido como cuota de liquidación, sino que cuentan, ade­
más, con una acción de responsabilidad frente a los liquidadores por los
dailos causados '····.

La previsión tiene también el indudable mérito de rechazar la fran­
quicia prevista en la Ley de Sociedades Anónimas, que subordina la res­
ponsabilidad de los liquidadores a su actuación con fraude o negligencia
grave (an. 279 LSA), consagrando un injustificado privilegio no sólo res­
pecto de las normas generales sobre responsabilidad extracontractual,
sino también -tras la Lev 19/1989- en relación con los administradores
de la sociedad. De este modo, los liquidadores serán responsables de
cualquier per:juicio causado a los acreedores o a los socios por dolo o
(cualquier tipo de) culpa (art. 1.902 Ce).

La exigencia d(' dolo o culpa determina el carácter individual de la
responsabilidad: responden, pues, aquellos liquidadores que en el de­
sempeilo de su cargo hubieran causado pel~juicio actuando con dolo o
culpa. Ello no plantea problemas cuando los liquidadores hubieran ejer­
cido su función solidariamente; pero si se hubieran organizado colegia­
damente, responderán todos los antiguos liquidadores, aplicándose las
reglas de exención previstas para la responsabilidad de los miembros de!
consejo de administración (an. 69.1; v. art. 133.2 LSA). Determinados
de uno u otro modo los liquidadores responsables, su responsabilidad
tendrá carácter solidario (art. 133.2 LSA).

El plazo de pres<:ripción de la acción hay que buscarlo en las normas
generales: la acción prescribe por el transcurso de un ailo, desde que lo
supo el agraviado (art. 1968.2'º Ce) y, en todo caso (art. 949 CCo.), por el
transnlrso del plazo de cuatro ailos desde que se hubiera extinguido la so­
ciedad, pues entonces se produce e! cese de la función de los liquidadores.

"., Se colma a~í una gran laguna del derecho anterior. que atribuía sólo a los socios la
facuitad de exigir responsabilidad a los liquidadores por los daños causados al haber
común (art. 231 C.Co.). Como la Ley alude a la responsabilidad de los liquidadores en el
precepto dedicado a garanúl.ar a los acreedores insaúsfechos, podl'Ía pensarse que no re·
conocería legiúmación para exigirla a los socios. Sin embargo. esa solución es insostenible.
porque los socios son igualmente merecedores de tutela.
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D) Formalización de actos jurídicos con posterioridad a la extinción

La cuarta norma (art. 123.3) trata de solucionar el frecuente pro­
blema de que la sociedad haya sido cancelada sin lleg-ar a formalizar al­
gunos actos jurídicos realizados con anterioridadl~"'. Para ello, se prevé
que <<los antiguos liquidadores podrán formalizar anos jurídicos en
nomhre de la sociedad exting-uida con posterioridad a la cancelación
registral de ésta)· y que. «en defecto de liquidadores, cualquier interesa­
do podrá solicitar la formalización por el Juez de Primera Instancia del
domicilio que hubiere tenido la sociedad" 1';7. Extinguida la sociedad. se
considera que la formalización de actos de ejecución de los actos liqui­
datorios no es en sí misma un acto de liquidación, sino mera (onse­
cuencia de aquéllos. De ese modo, los antiguos liquidadores de una so­
ciedad ya extinguida -y, en su defecto, el juez- pueden llevar a caho
esos actos a nombre de una sociedad que existía en el momento en que
el acto se realizó.

"'v. ROJo, ReD/, 1~93, p. 1501.
,',; S<.- viene así a dar solución legal expresa a un problema que la práctica, con el

apovo de la doctrina y de la Dirección General de los Registros y del Notariado
(RROGR:-.i 13 v 205,1~92), había venido solucionando a través de un apoderamiento ex­
preso conferido a los líquidadores por acuerdo unánime de los socios reunidos en junta
general (v. GARDI:.AZAIIAI.. .Los conceptos de liquidación y extinción de la sociedad anóni­
ma en la realidad". en GARRIDO (dir.). Estudios solrre la sociedad anónima, Madrid, 1993,
11. pp. 43:)--179. pp. 469-476).


